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Sección 1: RESUMEN EJECUTIVO

La Amazonía andina está experimentando crecimiento rápido en inversión en infraestructura con 
financiamiento de bancos de desarrollo, muchas veces con sedes a miles de millas de distancia de 
la región. A pesar de la amplia variedad en sistemas de manejo de riesgo ambiental y social (ESRM 
por sus siglas en inglés) utilizada en estos proyectos, esta ola de infraestructura se a asociado con 
degradación ambiental y conflicto social en una área sensible. La falta general de ESRM efectiva no 
simplemente inconsistente con la meta de dirigir el financiamiento de desarrollo hacia los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible del Acuerdo de París; tales faltas también crean riesgos costos para los 
mismos bancos.

Estos son los resultados de un estudio multi-año e interdisciplinario manejado por economistas, 
politólogos, geógrafos, e ingenieros del Global Development Policy Center de Boston University, la 
Universidad del Pacífico en Lima, Perú; la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales en Quito, 
Ecuador; y el Instituto de Estudios Avanzados en Desarrollo en La Paz, Bolivia.  A través de análisis 
estadística regional y estudios de caso a nivel país (en Ecuador, Perú, Bolivia, y Brasil), el equipo ex-
ploró hasta qué punto las instituciones de financiamiento de desarrollo (DFI por sus siglas en inglés: 
tanto los bancos multilaterales como los bancos nacionales de desarrollo que operan en el exterior), 
los gobiernos nacionales, y la sociedad civil ha utilizado los marcos de ESRM para asegurar que los 
proyectos de infraestructura traen beneficios económicos ampliamente compartidos a las naciones 
mientras mitigan los riesgos a los ecosistemas y las comunidades. Entre nuestros resultados:

Los países andinos de Ecuador, Perú, y Bolivia – y  en particular las regiones de estos países dentro 
de la cuenca amazónica – están experimentando una ola de infraestructura. Desde 2000 a 2015, 
menos que la mitad de los 60 proyectos de DFI internacionales en Ecuador, Perú y Bolivia se encon-
traron dentro de la cuenca amazónica. Casi un número igual de proyectos de DFI internacionales se 
han avanzado desde 2016 en estos países, y más que $70 mil millones en proyectos están en planifi-
cación para la cuenca amazónica en total. 

La ola in infraestructura tiene una participación creciente de los bancos de política de China, que 
son DFIs relativamente recién llegadas en la región con estrategias de ESRM que por lo general de-
fieren a las normas nacionales donde operan. Hay señales de una tendencia en la cual los gobiernos 
nacionales buscan financiamiento de los DFI deferenciales especialmente para los proyectos de más 
alto riesgo. Un marco deferencial puede fallar cuando los gobiernos nacionales no implementan sus 
propias normas, y dejan a los DFIs chinos con riesgos sociales, ambientales, políticos, y de reputa-
ción. 

La ola de infraestructura andina se ha asociado con degradación ambiental significativa. Desde 
2000 a 2016, los alrededores de los proyectos de infraestructura financiada por DFIs internacionales 
en los países andinos de Ecuador, Perú y Bolivia experimentó pérdida en la cobertura arbórea a una 
tasa más que cuatro veces mayor que el promedio del resto de estos países. Esa pérdida de cober-
tura arbórea asociada con la infraestructura es equivalente a 209.5 millones de toneladas métricas 
de emisiones de CO2, aproximadamente igual a las emisiones anuales directas de Colombia, Chile, 
y Ecuador juntos, y tienen un costo social entre US$2.1 y US$10.5 mil millones. Tal degradación se 
debe tanto a los impactos directos de los proyectos como indirectos como la tala ilegal que puede 
segur el abrimiento del bosque. 

La ola también se ha asociado con conflicto social. Cada caso de estudio investigado por este 
proyecto sufrió costos debido a conflictos por el realojamiento comunitario, la contaminación del 
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agua, y las condiciones laborales que no llegaron ni a los estándares de las normas legales ni a los 
marcos de ESRM.

Los riesgos sociales y económicos identificados con estos proyectos frecuentemente perjudicaron 
las metas y los resultados económicos de los proyectos. Los casos de estudio muestran que los 
problemas socio-ambientales muchas veces llegan a demoras de proyectos, daño significativo de 
reputación, y en un caso de estudio – la Central Hidroeléctrico Inambari en Perú – la cancelación no 
solamente de ese proyecto sino también de una iniciativa energética más grande en la cual iba a ser 
la primera de varias central hidroeléctrica.

¿En cuales maneras no fueron suficientes los marcos de ESRM para evitar estos daños que 
perjudicaron a los proyectos? Este proyecto encontró tres aspectos centrales en los cuales los DFI 
internacionales y los gobiernos nacionales no implementaron sus propias estrategias de manejo de 
riesgo socio-ambiental: un compromiso inadecuado con las comunidades afectados, con los estu-
dios de impacto ambiental (EIAs), y con la transparencia y rendimiento de cuentas de los proyectos. 
Sin embargo, el proyecto también muestra que cuando los bancos de desarrollo, los gobiernos, y las 
comunidades trabajan juntos para dar prioridad a estos aspectos, pueden mitigar el riesgo. 

Específicamente: 

Incorporar el compromiso con los afectados temprano en el proceso del proyecto puede proteger 
en contra de la degradación ambiental. Por ejemplo, proyectos que se elaboraron dentro de marcos 
regulatorios que garantizaron acceso a la consulta previa para comunidades indígenas afectas se 
asociaron con significativamente menos pérdida arbórea que los proyectos que no tuvieron esa ga-
rantía. Sin embargo, los proyectos que dejaron a un lado las necesidades comunitarias se asociaron 
con más daño ambiental, conflicto social serio, y la pérdida de millones de dólares en negocio poten-
cial para los DFI por daño a las relaciones y las reputaciones. 

Elaborar estudios de impacto ambienta (EIAs) comprensivas puede resaltar una variedad de ries-
gos para los DFI – especialmente cuando los EIAs se incorporan a los primeros etapas del proceso 
de planeamiento. El daño ambiental puede ser serio aun cuando es indirecto, causado por nueva 
migración a áreas sensible. Cuando los DFIs y los gobiernos limitan los EIAs, pueden facilitar el pla-
neamiento de proyecto en el corto plazo, pero a la vez se dejan vulnerables a riesgos no previstos 
ambientales, sociales, y políticos. Por ejemplo, el Corredor Vial Interoceánico del Sur recibió finan-
ciamiento y estudios separados para cada tramo. Como resultado, el impacto total del proyecto no 
se tomó en cuenta. 

Las políticas y los procesos relacionados con ESRM necesitan dar prioridad a la transparencia y al 
rendimiento de cuentas, con instrumentos formales de medida y monitoreo. Donde los planes y los 
informes sobre los proyectos son inaccesible para el público, la participación comunitaria se imposi-
bilita. Ni es realista esperar que los compromisos se cumplan si los interesados no pueden seguir el 
progreso. Donde las obligaciones de los contratistas no se delinean claramente, y donde una falta de 
transparencia previene que la sociedad civil monitoree los resultados, el desempeño puede estar por 
debajo de los compromisos, dejando a las comunidades con necesidades insatisfechas en el empleo, 
la seguridad, y hasta acceso a la misma infraestructura. 

Estas responsabilidades son demasiado onerosas para que un partido solo los asuma. Nuestro tra-
bajo sugiere la necesidad para redes de apoyo mutuo en el planeamiento y manejo de proyectos, 
entre los DFI internacionales, los gobiernos nacionales, y la sociedad civil. 
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Los DFIs internacionales se encuentran con riesgos socio-ambientales que se pueden mitigar a 
través de la identificación, la consideración, el monitoreo, y el compromiso temprana. Mientras algu-
nos DFIs tienen sus propios marcos de ESRM, otros dependen de los estándares nacionales donde 
operan, y les beneficiaría tener un entendimiento comprensivo de los riesgos implicados por incor-
porar estándares en su propia práctica. 

Los gobiernos nacionales tiene estándares socio-ambientales que reflejan las prioridades de la ciu-
dadanía, pero muchas veces necesitan apoyo para la capacidad institucional para implementar estos 
estándares exitosamente, a parte de mecanismos de rendimiento de cuentas para asegurar que se 
cumplas sus normas. 

La sociedad civil tiene conocimiento especializada y capacidad para mejorar los resultados de los 
proyectos a través de su participación, pero necesita más transparencia para poder participar en el 
proceso del proyecto. Las comunidades tienen conocimiento profundo sobre el terreno y la cultura 
local además de las normas informales del trabajo, y los investigadores académicos pueden contri-
buir con investigaciones comparativas, para ambos grupos necesitan incluirse al proceso de planifi-
cación de proyectos. 

El desafío de juntar las fortalezas de estos actores y cerrar sus brechas puede requerir el involucra-
miento de plataformas regionales como COSIPLAN (el Consejo Suramericano de Infraestructura y 
Planeamiento, en el cual participan los ministros de infraestructura y/o planificación de los países 
UNASUR), o incluso el liderazgo de los DFIs internacionales, cuyo trabajo permita el compar-
timiento de información a través de redes de proyectos relacionados. A través de casos de estudio 
y análisis, nuestro trabajo muestra que es solamente por trabajar juntos, temprano en el proceso de 
planificación, que estos actores pueden navegar con éxito a través de lus muchos riesgos intrínsecos 
en construir infraestructura en la Amazonía andina y más allá.

Sección 2: INTRODUCCIÓN
En el transcurso de los últimos quince años, la región amazónica andina —la sierra central andina y 
la cuenca amazónica occidental de Colombia, Ecuador, Perú y el Brasil occidental, que en conjunto 
ocupan algunas de las áreas más biodiversas del planeta, además de ser el hogar de una variada gama 
de comunidades indígenas—  ha vivido un incremento escalonado de los proyectos de infraestructura, 
especialmente en las áreas que contienen altos niveles de biodiversidad y en territorios indígenas. Sin 
embargo, las naciones andinas y las instituciones internacionales financieras de desarrollo (DFI: la 
banca multilateral de desarrollo, así como las agencias internacionales de crédito y la banca nacional 
de desarrollo que opera en el extranjero) involucradas en estos proyectos también han dispuesto 
ambiciosas protecciones sociales y ambientales. Esta combinación de acontecimientos plantea la 
pregunta de ¿en qué medida las instituciones financieras de desarrollo (DFI por sus siglas en inglés) 
internacionales, los gobiernos nacionales y la sociedad civil han aplicado las salvaguardias ambien-
tales y sociales con que mitigar los riesgos sociales y ambientales de los grandes proyectos de infrae-
structura?. Alternativamente, ¿cuáles han sido los principales obstáculos para la exitosa aplicación de 
tales medidas, y qué lecciones podemos aprender de los recientes esfuerzos realizados para lograrlo?.

Los bosques tropicales, cuando sufren la pérdida de la cubierta arbórea, pueden gobernar el cambio 
climático convirtiéndose en fuentes netas de emisiones de CO2, en lugar de mitigarlo con su papel 



¿ESTANDARIZACIÓN DEL DESARROLLO SOSTENIBLE? Bancos de desarrollo en la Amazonía andina        |         bu.edu/gdp       |        2018	 6

tradicional como sumideros ecológicos de la contaminación mundial de carbono. Aunque a primera 
vista parecerían ser una fuente de energía limpia, las plantas de energía hidroeléctrica construidas en 
los bosques tropicales pueden acentuar el cambio climático significativamente. El examen exhaustivo 
de los estimados halló que las actuales plantas hidroeléctricas pueden emitir hasta 2 a 3 veces más 
emisiones que las de gas, petróleo o carbón (Barro et al., 2011; Steinhurst et al., 2012). Esto se debe a 
que las emisiones de metano son más potentes en las represas tropicales, y a que gracias a estas sur-
gen nuevas carreteras e infraestructura, lo que provoca una mayor deforestación emisora de carbono 
(Fearnside, 1997; 2012; 2015). 

La expansión de la infraestructura, al igual que la pavimentación de caminos a través de áreas no 
intervenidas, a menudo tiene un impacto severo sobre los ecosistemas y especies que va desde la 
deforestación a la minería ilegal y la especulación de tierras (Laurance et al., 2015). Los proyectos 
referidos a la explotación de los recursos naturales tienen un impacto ambiental similar. Los inmensos 
cambios provocados por las grandes represas pueden hacer que se pierda la biodiversidad acuática, 
se erosionen las riberas y otros problemas más. Estos impactos sobre el medio ambiente se ven in-
centivados cuando las regulaciones locales son relativamente débiles. Por ejemplo, en la Amazonía 
brasileña, cada kilómetro de carretera legal que atraviesa áreas no intervenidas a menudo se ve acom-
pañado por otros tres más de caminos ilegales (Barber et al., 2014). Incluso mejorar los caminos y 
carreteras locales podría exacerbar los impactos negativos, puesto que las mejores condiciones viales 
facilitan un tráfico mayor y más rápido en áreas sensibles, lo que a su vez incrementa las posibilidades 
de que haya animales muertos por atropello (Benítez-López, Alkemade, & Verweii, 2010; Laurance, 
Goosem, & Laurance, 2009). Podemos hallar impactos similares alrededor de las grandes plantas 
hidroeléctricas y proyectos mineros en áreas remotas, puesto que frecuentemente dependen de la 
construcción de carreteras y de redes de transmisión energética.

Además de su papel en la mitigación del cambio climático, el bosque lluvioso amazónico también 
tiene un papel crucial como hogar y fuente de vida de los pueblos que viven en él. Para Seymour y 
Busch (2016), los bosques tropicales cumplen el doble papel de mitigar el cambio climático y de 
apoyar el desarrollo humano. Cálculos recientes sugieren que aproximadamente 1 millón de indígenas 
viven actualmente en la cuenca amazónica, pero dichos estimados son,  por su naturaleza, impreci-
sos (GITPA, 2005; Heck, Loebens, & Carvalho, 2005; INE, 2011; INEI, 2016; Kambel, 2007; Renshaw, 
2007; Reyes & Herbas, 2005; SIAT-AC, s.f). Además, decenas de miles de indígenas y miembros de 
otras comunidades tradicionales dependen de la existencia de bosques intactos para cazar, pescar y 
recolectar. La deforestación y la pérdida de cobertura arbórea dentro de la cuenca amazónica a menu-
do estuvieron asociadas con el desplazamiento de estas comunidades. Por ejemplo, el proyecto vial 
Polonoroeste del Brasil, que fuera financiado en parte por el BIRF y el BID a comienzos de la década 
de 1980, provocó indirectamente el arribo de aproximadamente medio millón de nuevos colonos al 
bosque tropical amazónico, los que desplazaron a las comunidades ya existentes. El conflicto social 
resultante captó la atención internacional e inspiró tanto al BIRF como al BID a adoptar nuevas sal-
vaguardias, lo que dio inicio a la era moderna del manejo de los riesgos medioambientales y sociales 
(ESRM por sus siglas en inglés) en las DFI (Blanton, 2007; Eckholm, 1984; Rich, 1994).

El papel social de los bosques intactos es particularmente importante en la Amazonía occidental aquí 
estudiada. El área a ambos lados de la frontera del Brasil con Perú y Bolivia se conoce como la «fron-
tera no contactada», puesto que es el hogar de la mayor concentración en el mundo de comunidades 
indígenas no contactadas y voluntariamente aisladas (Survival International, s.f.). Si bien el conflicto 
social frecuentemente es un riesgo que se corre cada vez que se abren nuevas partes de la Amazonía 
al desarrollo, estos son aún más altos en el caso de dicha frontera puesto que, por definición, las tribus 
no contactadas no han estado expuestas a muchas enfermedades comunes en otras áreas (Shephard 
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et al., 2010; Kimmerling, 2008). En consecuencia, los bosques tropicales, y sobre todo la Amazonía 
andina, son indispensables tanto social como ambientalmente. Por esta razón es importante exami-
nar si las estrategias de gestión de riesgos ambientales y sociales (ESRM), empleadas por las DFI 
internacionales y los gobiernos nacionales, vienen asegurando eficazmente un desarrollo sostenible 
y ampliamente compartido.

Dado lo mucho que está en juego en los resultados ambientales y sociales de los proyectos de in-
fraestructura de esta región, un equipo de investigadores de cuatro países examinó el papel de las 
salvaguardias de las DFI y los marcos reguladores nacionales, mediante una serie de estudios de caso 
incluidos en este volumen y que se enumeran en el cuadro 1.

CUADRO 1: Colaboradores en este proyecto 

Cuatro estudios de caso cualitativos y a profundidad constituyen el núcleo de este proyecto, y ex-
ploran el papel del gobierno nacional y de las políticas de ESRM de las DFI en los resultados me-
dioambientales, sociales y económicos de proyectos de infraestructura individuales efectuados en 
Bolivia, Brasil, Ecuador y Perú. En cada estudio de caso, los autores emplean diversos métodos de 
investigación cualitativa, entre ellos las visitas de campo, los focus groups con grupos claves de las 
partes interesadas, y entrevistas semiestructuradas con los representantes de los ministerios del go-
bierno, las DFI, los contratistas de los proyectos y grupos de la sociedad civil, así como investigación 
de archivo y legal. En Ecuador, María Cristina Vallejo, Betty Espinosa y Francisco Venes investigaron 

País Autores Ámbito del análisis

Bolivia Lykke Andersen, Susana del Granado, 
Agnes Medinaceli y Miguel Antonio 
Roca, Instituto de Estudios Avanzados 
en Desarrollo (INESAD)

Estudio de caso de tres carreteras:

Brasil Julie Klinger, Boston University Estudio de caso del proyecto de ecoturismo 
Stonipë Ioway (Fundo Amazonia)

Ecuador María Cristina Vallejo, Betty 
Espinosa, Francisco Venes, Víctor 
López y Susana Anda, Facultad 
Latinoamericana en Ciencias Sociales 
(FLACSO)

Estudio de caso de dos represas:

Represa Represa Multipropósito Baba 
(inicialmente el BID, pero esta participación 
posteriormente fue cancelada)

Represa de Coca-Codo Sinclair (Banco ExIm de 
China)

Perú Juan Luis Dammert, Universidad del 
Pacífico

Estudios de caso de la carretera del CVIS (CAF) 
y la represa de Inambari (cancelada, pero que 
originalmente se esperaba fuera financiada por 
el BNDES)

Regional Fei Yuan y Kevin Gallagher, Boston 
University

Rebecca Ray, Boston University

Cynthia Sanborn, Rosario Santa 
Gadea y Rosario Gómez, Universidad 
del Pacífico, Perú; Kevin Gallagher y 
Rebecca Ray, Boston University

Tipología de los marcos operativos del manejo 
de riesgo medioambiental y social (ESRM) de la 
banca de desarrollo en América Latina

Análisis cuantitativo de la deforestación 
asociada con los proyectos de infraestructura y 
sus respectivas salvaguardas

Gestión y coordinación del proyecto
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las historias de la represa de Coca-Codo Sinclair, financiada por el Banco de Exportación-Importación 
de China, y la represa multipropósito de Baba, que originalmente iba a ser financiada por el BID (Ban-
co Interamericano de Desarrollo, pero este posteriormente canceló su participación en el proyecto). 
En Perú, Juan Luis Dammert Bello investigó el desempeño del Corredor Vial Interoceánico del Sur 
(CVIS), tramos 2, 3 y 4, financiado por CAF - Banco de Desarrollo de América Latina, y la represa de 
Inambari, que inicialmente se esperaba fuera financiada por el BNDES (el Banco Nacional de Desar-
rollo Económico y Social del Brasil), pero la cancelación del proyecto significó que este nunca estuvo 
formalmente involucrado. En Bolivia Lykke Andersen, Susana del Granado, Agnes Medinaceli y Miguel 
Antonio Roca exploraron tres proyectos viales: una carretera de La Paz a Oruro financiada por CAF 
– Banco de Desarrollo de América Latina; otro de Montero, en las afueras de Santa Cruz, a Yapacaní, 
en el camino hacia Cochabamba, financiada por el BID; y un tercer proyecto desde San Buenaventura 
a Ixiamas, en la Amazonía boliviana noroccidental, financiado por el Banco Mundial. Por último, y 
como un caso separado y contrastante, Julie Klinger trabajó el proceso de planificación del proyecto 
de ecoturismo Yaripo, que fuera financiado a través del Fundo Amazonia, un fondo administrado por 
el BNDES para proyectos de desarrollo sostenible y participativo.

Esta introducción resume los resultados de los estudios. La primera sección revisa las diversas es-
trategias de ESRM entre las DFI y cómo han ido evolucionando con el paso del tiempo. La segunda 
sección muestra la ola de proyectos de infraestructura que ha tenido lugar en la región desde 2000, 
y los problemas sociales y ambientales que ello ha provocado. La tercera sección explora los estudios 
de caso, mostrando los obstáculos que operan en contra del uso eficaz de las salvaguardas medio-
ambientales y sociales en los proyectos aquí examinados. Se resaltan específicamente tres áreas de 
deficiencias que aparecieron en la investigación: la participación efectiva de las partes interesadas, 
las evaluaciones comprehensivas del medio ambiente, y la transparencia y rendición de cuentas para 
el gobierno, las DFI y los actores que los implementan. A continuación, una sección de examen extrae 
las lecciones de todos los trabajos aquí presentados, mostrando cómo es que estos obstáculos pu-
eden superarse sólo con la formación de redes de apoyo mutuo que incorporen a las DFI, al gobierno 
y a las partes interesadas de la comunidad.

Sección 3: LA GESTIÓN DE LOS RIESGOS 
MEDIOAMBIENTALES Y SOCIALES (ESRM) EN LAS 
INSTITUCIONES FINANCIERAS DE DESARROLLO 
INTERNACIONALES Y LOS GOBIERNOS ANDINOS
La gestión de los riesgos ambientales y sociales (ESRM por sus siglas en inglés), ha pasado a ser un 
importante punto focal de las reformas en las instituciones financieras de desarrollo (DFI) interna-
cionales así como en los gobiernos andinos, especialmente en lo que respecta a los proyectos de 
infraestructura. A lo largo de las últimas décadas, las DFI internacionales y los gobiernos han adop-
tado una serie de salvaguardas ambientales y sociales (ESS por sus siglas en inglés) en respuesta 
a las campañas efectuadas  —en alianza con las ONG globales—  por las comunidades que se han 
visto afectadas por los proyectos, esto es «reglas o instituciones que ayudan a asegurar que las in-
versiones cumplan unos estándares mínimos sociales, medioambientales y de gobernanza» (Larsen y 
Ballesteros, 2013). Las DFI internacionales pueden emplear estas salvaguardas en diversas etapas del 
ciclo del proyecto: la selección inicial, la diligencia debida antes de la aprobación, la decisión misma 
de aprobar y el monitoreo durante toda la ejecución del proyecto (Nolet et al., 2014). Los gobiernos 
nacionales pueden emplearlas en los ministerios afines que supervisan los proyectos (lo que incluye 
a los de transportes, comunicaciones o energía), los que supervisan el desempeño intersectorial del 
gobierno (como trabajo, medio ambiente y cultura) y, de surgir problemas, sus sistemas judiciales.



¿ESTANDARIZACIÓN DEL DESARROLLO SOSTENIBLE? Bancos de desarrollo en la Amazonía andina       |         bu.edu/gdp       |        2018	 9

La ESRM busca proporcionar beneficios significativos  —y limitar los costos—  para las partes intere-
sadas de todo tipo relacionadas con los proyectos, asegurándose de que estos no generen imprevistos 
daños ambientales, conflictos sociales o un mal comportamiento del gobierno. Una ESRM correcta-
mente diseñada e implementada puede ayudar a asegurar que se cumplan las metas económicas de 
un proyecto, que se le complete a tiempo y que la experiencia fortalezca la capacidad de todas las 
instituciones involucradas, tal como puede verse en el cuadro 2.

CUADRO 2: los beneficios de una ESRM efectiva

Fuente: Gallagher y Yuan (2017).

3.1 ESRM: gobiernos andinos

Desde comienzos de este siglo, los gobiernos andinos han promulgado leyes que buscan mejorar 
la integridad del medio ambiente y proteger los derechos de las comunidades —especialmente las 
comunidades de indígenas— que se han visto afectadas por los nuevos proyectos de desarrollo. Las 
nuevas constituciones de Ecuador (2008) y Bolivia (2009) reconocen que la conservación del medio 
ambiente y el desarrollo sostenible son papeles claves del gobierno central. La constitución ecuato-
riana llega a reconocer derechos a la naturaleza misma, permitiendo efectivamente que todas las 
partes presenten demandas a su nombre en casos de degradación medioambiental, sin primero tener 
que mostrar que la propiedad privada quedó dañada en el proceso (art. 71). El Perú creó su Minis-
terio del Ambiente en 2008 y le encargó que supervisara la política nacional del medio ambiente y 
su desempeño, y que prestara asistencia técnica en el manejo ambiental a los gobiernos nacional y 
subnacionales.

En lo que respecta a los derechos de las comunidades indígenas, las cuatro naciones estudiadas en 
este volumen reconocen el derecho a la consulta libre, previa e informada referida a las propuestas de 
leyes o medidas administrativas que podrían afectarlas; el cuadro 3 sigue la historia de la adopción 
del derecho a la consulta previa en ellas. En las décadas de 1990 y 2000, dentro del contexto de las 
coaliciones recién empoderadas de organizaciones indígenas y ambientalistas, fueron apareciendo 
nuevas constituciones, se ratificó el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales (comúnmente conocida como Convenio OIT 169), y se adoptaron leyes 
nacionales que codificaron los compromisos asumidos con este acuerdo.

Parte(s) interesada(s) Beneficios

Globales Uso equitativo de los recursos
Mejoría de los bienes públicos globales

Banca de desarrollo Mayor efectividad del proyecto
Mitigación del riesgo ambiental y social
Realización de metas de desarrollo más amplias

Gobiernos prestatarios Mejor manejo de los recursos naturales
Capacidades institucionales fortalecidas
Mitigación del riesgo ambiental y social
Realización de metas de desarrollo más amplias

Comunidades locales Voz y propiedad mejoradas
Vulnerabilidad reducida
Medios de subsistencia mejorados
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CUADRO 3: principales hitos en la codificación del derecho a la consulta indígena

País Constitución
Ratificación de OIT 

169
Legislación nacional

Año Mecanismo

Bolivia 2009 1991

Brasil 1988 2002

Ecuador 2008 1998 2010 Ley Orgánica de Participación 
Ciudadana

Perú 1993 1994 2011 Ley del Derecho a la Consulta Previa 
a los Pueblos Indígenas u Originarios, 
reconocida en el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo 
(OIT)

Fuentes: Asamblea Constituyente de Bolivia (2009), Asamblea Nacional del Ecuador (2010a), Congreso de la 
República (2011), ILO (1989), Ocampo y Agudelo (2014).

Las nuevas constituciones enumeradas en el cuadro 3 reconocen los derechos indígenas pero varían 
en su especificidad. Por ejemplo, la constitución peruana de 1993 reconoce las lenguas, organizacio-
nes y el derecho a la tierra de los pueblos indígenas, pero no les reconoce el derecho a la consulta con 
respecto a las decisiones del gobierno (Congreso Constituyente Democrático, 1993, arts. 48 y 89). 
La constitución brasileña de 2008 exige la consulta previa en el caso del uso de los recursos hídricos 
y minerales en tierras indígenas (Congreso Nacional do Brasil, 1988, art. 231). La del Ecuador exige 
la consulta libre, previa e informada, pero solo en relación con los recursos naturales no renovables 
que allí se encuentren (Asamblea Nacional Constituyente de Ecuador, 2008, art. 57, sec. 7). La con-
stitución boliviana es la más amplia en su alcance al declarar que las comunidades indígenas tienen el 
derecho «[…] a ser consultadas mediante procedimientos apropiados, y en particular a través de sus 
instituciones, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectar-
les» (Asamblea Constituyente de Bolivia, 2009, art. 30).

Los cuatro países han ratificado, asimismo, la Convención 169 de la OIT, la Convención sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales de 1989. Ella consagra los derechos de las comunidades indígenas a «decidir 
sus propias prioridades para el proceso de desarrollo según afecte sus vidas, creencias, instituciones 
y bienestar espiritual y las tierras que ocupan o usan de algún otro modo, y a ejercer control, en la 
medida de lo posible, sobre su propio desarrollo económico, social y cultural» (OIT, 1989, art. 7). Es 
más, ella pide a los gobiernos que «[…]consulten a los pueblos interesados, mediante procedimientos 
apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se esté conside-
rando medidas legislativas o administrativas que pudieran afectarles directamente» (art. 6). Además 
del Convenio 169 de la OIT, todos estos países también han aprobado la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos Indígenas de 2007, la cual sostiene que «Los pueblos indígenas no serán 
retirados por la fuerza de sus tierras o territorios. No habrá ninguna reubicación sin el consentimiento 
libre, previo e informado [CLPI] de los pueblos indígenas interesados, y después de un acuerdo con re-
specto a una compensación justa y equitativa, y donde sea posible con la opción de retornar» (AGNU, 
2007, Art. 10).

No se debe restar importancia al Convenio 169 de la OIT. Tal como Baluarte (2004) y Larsen (2016) 
señalan, la convención generó un «terremoto» en la forma en que gobiernos y comunidades abordan 
las disputas en torno a los recursos. Ella consagra los derechos de las comunidades indígenas a ser 
consultadas por el Estado en lo que se refiere a decisiones que pudieran afectarlas directamente. Sin 
embargo, la ratificación es solo el primero de varios pasos en el proceso de promulgar la convención. 
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El Convenio 169 de la OIT también requiere que los signatarios se «[…] aseguren de que existan agen-
cias u otros mecanismos apropiados que administren los programas que afecten a los pueblos intere-
sados, y que se aseguren de que cuenten con los medios necesarios para el cumplimiento adecuado 
de las funciones que les han sido asignadas [incluyendo] la presentación de propuestas legislativas 
u otras a las autoridades competentes, y la supervisión de la aplicación de las medidas tomadas, en 
cooperación con los pueblos interesados» (OIT, 1989, art. 33).

Ecuador y Perú han promulgado leyes nacionales que codifican dichos compromisos. La Ley de con-
sulta previa peruana es la más exigente de las dos, pues requiere de un proceso de siete pasos que in-
cluye un papel central para las organizaciones e instituciones indígenas (art. 8). Para mayores detalles 
acerca de estas protecciones legales consúltese Sanborn, Hurtado y Ramírez (2016), Ray & Chimienti 
(2017), Sanborn & Chonn (2017), y Saravia López & Rua Quiroga (2017).

3.2 ESRM: DFI internacionales

Las actuales estrategias de ESRM de las DFI aquí estudiadas surgieron a partir de la presión ejercida 
por las comunidades afectadas y la sociedad civil, así como la oportunidad para el financiamiento 
concesional a través de nuevas iniciativas de sostenibilidad global. La historia de la adopción de estas 
salvaguardas muestra que la mejor forma de describirlas no es como un producto de una cultivada 
gestión de las DFI, ni tampoco como una imposición de unas DFI distantes en los países sede, sino 
más bien como reacciones de las DFI a contextos cambiantes tanto dentro de las naciones prestatar-
ias como globalmente.

La historia del desarrollo de las salvaguardas de las DFI es particularmente relevante en América del 
Sur, dada la función catalítica que la deforestación de la Amazonía (brasileña) tuvo en estimular la re-
forma de las ESS de las DFI internacionales, tal como lo explican Rich (1994) y Blanton (2007). Entre 
1981 y 1983, el Banco Mundial le prestó USD 443,4 millones al Brasil para proyectos relacionados con 
Polonoroeste, la carretera amazónica y el programa de expansión agrícola brasileños. Blanton (2007, 
p. 254) se refiere a este proyecto, financiado por el BIRF (y en menor medida por el BID), como el 
«caso paradigmático de proyectos controversiales del Banco Mundial y una oposición efectiva de las 
ONG». Aunque la participación del Banco Mundial dependía de los compromisos del gobierno de re-
spetar los territorios y reservas naturales indígenas establecidos, la rápida migración subsiguiente de 
medio millón de colonos al bosque ahora accesible superó las protecciones legales, lo que generó una 
amplia deforestación y el desplazamiento de las comunidades tradicionales. En respuesta, la sociedad 
civil se unió en los llamados esfuerzos «glocales», que unieron a las ONG globales y las comunidades 
locales afectadas, y ganaron aliados dentro del gobierno de los EE.UU., que tiene considerable influen-
cia sobre los órganos decisores de la banca multilateral de desarrollo (BMD) como el Banco Mundial y 
el BID. Plater (1998), Wirth (1998) y Rich (1994), atribuyen a estas alianzas el haber estimulado una 
oleada de reformas en las DFI. Para finales de 1985, el Banco Mundial había detenido su participación 
en Polonoroeste, y tanto éste como el BID habían comenzado a diseñar las salvaguardas que actual-
mente emplean. En unos cuantos años el Banco Mundial había sistematizado su política de evaluación 
de impacto ambiental - EIA, 1990,  y la consulta previa con los pueblos indígenas afectados. El BID 
también reconoció (1990) y posteriormente codificó (1995) el principio de la consulta previa.

CAF – Banco de Desarrollo de América Latina y el Banco de Exportación-Importación de China adop-
taron sus salvaguardas en respuesta a presiones distintas, aunque también externas. En 1992 se fundó 
el Fondo para el Medio Ambiente Mundial como parte de los preparativos para la Cumbre de Río, para 
apoyar los proyectos de desarrollo sostenible que calificaran. En 2009 se creó el Fondo Verde del 
Clima en la Conferencia sobre el Cambio Climático de las Naciones Unidas en Copenhague, con una 
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misión similar. Para poder calificar y quedar acreditado por parte de estas dos organizaciones, CAF 
– Banco de Desarrollo de América Latina, debía establecer sus propias ESS formales, a partir de los 
principios generales que ya antes habían guiado sus préstamos (CAF, 2010). En 2015, CAF – Banco de 
Desarrollo de América Latina publicó salvaguardas formales para que rigieran sus proyectos conjun-
tos con el Fondo para el Medio Ambiente Mundial - GEF (CAF, 2015) y recibió la acreditación de esta 
última (GEF 2015). En 2016, la CAF publicó las ESS globales y recibió la acreditación del Fondo Verde 
del Clima - GCF (CAF, 2016; GCF, 2016).

A diferencia de la BMD arriba enumerada, el Banco de Exportación-Importación de China (CHEXIM) 
introdujo reformas después de ser presionado por su propio gobierno nacional y no por organizacio-
nes internacionales. En 2007 la Comisión Reguladora de la Banca de China (CRBC), conjuntamente 
con el Ministerio de Protección Ambiental de este mismo país, publicó una nueva «Política de Crédito 
Verde» que pedía a los bancos que asumieran responsabilidad sobre el impacto ambiental de sus 
proyectos crediticios (Aizawa & Yang, 2010). Por lo tanto, cinco años más tarde la CBRC emitió otro 
decreto, los «Lineamientos de Crédito Verde», alentando a los bancos a que crearan sus propios crite-
rios para préstamos responsables con el medio ambiente (CBRC, 2012). En 2016, el CHEXIM cumplió 
publicando su «Libro blanco sobre el financiamiento verde», el cual asume compromisos específicos 
para poner en primer plano y mitigar los riesgos sociales y ambientales de sus préstamos.

Como puede verse en el cuadro 4, actualmente las DFI internacionales que operan en la Amazonía 
andina han desarrollado una amplia variedad de sus propios enfoques de ESRM. El Banco Mundial y el 
Banco Interamericano de Desarrollo han perfeccionado sus prácticas a lo largo de décadas de trabajo, 
generando altos estándares que se aplican en cada solicitud de préstamo independientemente de 
los distintos estándares nacionales aplicables en los diferentes contextos de los países prestatarios. 
Ellos condicionan sus préstamos al cumplimiento de estándares globales armonizados, de modo que 
el cuadro 4 alude a que estas DFI practican un enfoque de ESRM de «armonización condicional». La 
ventanilla de préstamos   para el sector público de estas DFI (a las cuales el cuadro 4 se refiere como 
el BIRF y el BID) también pueden ofrecer financiamiento concesional y hasta subvenciones en aquel-
las ocasiones en que los gobiernos prestatarios no pueden cumplir con dichos estándares, de modo 
tal que el cuadro 4 alude a ellos indicando que siguen un enfoque de «mejoramiento de capacidades». 
El cuadro 4 llama prácticas crediticias «verde oscuro» a la combinación de estas dos características, 
la armonización condicional y la mejora de capacidades.

En el lado contrario del espectro de la ESRM, cuando la mayoría de los grandes bancos nacionales 
de desarrollo opera en el extranjero, lo hacen dentro de un patrón de préstamos «verde claro». Estas 
DFI usualmente reconocen los estándares que los países prestatarios emplean y no condicionan sus 
préstamos a su capacidad de cumplir con sus estándares. Tampoco ofrecen asistencia a los prestatar-
ios para que cumplan con sus propios estándares. Por dicha razón, el cuadro 4 las clasifica indicando 
que siguen un enfoque de «reconocimiento nacional» con «consideración de capacidades».  

Entre estos dos extremos se encuentran las ventanillas del sector privado de la BMD con sede en el 
norte (la Corporación Financiera Internacional y la Corporación Interamericana de Inversión), que 
practican la armonización condicional pero no ofrecen una mejora de capacidades. La otra DFI situada 
entre los extremos «verde claro» y «verde oscuro» es CAF - Banco de Desarrollo de América Latina 
(CAF). Éste reconoce los estándares nacionales de cada proyecto propuesto, pero ofrece un financia-
miento concesional a los prestatarios del sector público que requieren ayuda para cumplir con sus 
propios estándares: una estrategia de reconocimiento nacional con mejora de capacidades.
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Cuadro 4: los enfoques de ESRM de las DFI internacionales activas en la 
Amazonía andina

Reconocimiento nacional Armonización condicional

Exigencia de capacidades Cuadrante 1: “verde claro”

BNDES

CDB

CHEXIM

Cuadrante 2: “verde 
amarillento”

IFC

IIC 

Mejora de capacidades Cuadrante 3: “verde azul”

CAF-BDAL

Cuadrante 4: “verde oscuro”

BID

BIRF

Fuente: adaptado de Gallagher y Yuan (2017).

El cuadro 5 explora estas diferencias con mayor detenimiento. Todas las DFI aquí mostradas exigen 
evaluaciones de impacto ambiental, y que los proyectos cumplan con los estándares ambientales 
del país receptor. Aquellas que fomentan mejora de capacidades ofrecen préstamos concesionales 
cuando son necesarios para ayudar a los países prestatarios a cumplir con dichos estándares. Las de 
armonización condicional también aplican sus propios estándares, lo que en todos los casos incluye 
la protección de la consulta previa, y mecanismos de atención de quejas en la mayoría de los casos. 
En la última década el Banco Mundial también ha implementado requisitos para que los proyectos 
obtengan el consentimiento libre, previo e informado de las comunidades indígenas antes de que 
sean aprobados a través ya sea del Banco Interamericano de Reconstrucción y Fomento (BIRF) o la 
Corporación Financiera Internacional (IFC por sus siglas en inglés), pero son muy pocos los proyectos 
completados dentro de este marco como para que se puedan comparar sus resultados con los de 
otros proyectos en general.

Los estudios de caso examinados más adelante muestran que no existe un único enfoque que sea 
apropiado para todo proyecto. En ciertas ocasiones, el enfoque de CAF - Banco de Desarrollo de 
América Latina de reconocimiento nacional con mejoramiento de capacidades fue crucial para dar 
cabida a prioridades localmente específicas, y a la construcción de capacidades institucionales para 
cumplir con aquellas prioridades. En otras oportunidades la armonización condicional del BIRF am-
plió el ámbito de las consideraciones ambientales más allá de lo que la legislación nacional preveía, 
y manejó las causas tanto indirectas como directas de la deforestación. Así, si bien estos «cuatro 
tonos» de préstamos verdes denotan cuatro enfoques distintos en la supervisión de los proyectos, no 
necesariamente prejuzgan la capacidad de las DFI para llevar a cabo proyectos exitosos.1

1	  	 Vale la pena señalar que estas salvaguardas no son estáticas. Varias de las DFI que aparecen en los cuadros 4 a 
revisaron sus estrategias de ESRM  —y ESS específicas—   en el transcurso del periodo cubierto en este capítulo. Al mo-
mento en que se escribieron estas líneas el Banco Mundial, en particular, estaba revisando sus políticas de ESRM. Así, las 
ESS mostradas en los cuadros 4 a 6 reflejan el estado de sus enfoques de ESRM cuando se escribió este capítulo, pero no 
necesariamente en los periodos cubiertos por los estudios de caso examinados más adelante.
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CUADRO 5: ESS específicos de las DFI internacionales activas en la Amazonía 
andina según categoría de ESRM

Fuente: adaptado de Gallagher y Yuan (2017).

Es más, hasta las DFI cuya condicionalidad no está asociada a estándares armonizados, cuentan 
frecuentemente con lineamientos generales que buscan conducir las actividades de préstamo hacia 
resultados más sostenibles. Por ejemplo, la «Estrategia ambiental» de la CAF y el «Libro blanco del 
financiamiento verde» del Banco de Exportación-Importación de China, establecen los principios que 
se espera sigan sus préstamos (CAF, 2010; CHEXIM, 2016). El cuadro 6 explora la cobertura de los 
lineamientos y principios sobre una base temática. Todas las DFI internacionales que están activas en 
la Amazonía andina se han comprometido públicamente con la importancia de fomentar proyectos de 
desarrollo que promuevan la inclusión social y la sostenibilidad ambiental.

Reconocimiento nacional Armonización condicional

Exigencia de capacidades Mejora de 
capacidades

Deferencia de 
capacidades

Mejora de 
capacidades

BNDES CBD CHEXIM CAF-BDAL IFC IIC USEXIM BID BIRF

Evaluaciones de 
impacto ambienta

X X X X X X X X X

Estándares ambientales 
del país receptor

X X X X X X X X X

Asistencia para el 
cumplimiento de los 
estándares

X X X

Procesos 
internacionales de puja 
competitiva

X X X X X X

Procesos formales de 
consulta previa

X X X X X

Procesos formales de 
consentimiento previo 
(FPIC)

X X X

Mecanismos de 
reclamo

X X X X

Mecanismos de 
reclamo a nivel del 
proyecto

X X
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CUADRO 6: cobertura temática de los lineamientos y salvaguardas de las DFI 
internacionales activas en la Amazonía andina, según categoría de ESRM

Fuente: adaptado de Gallagher y Yuan (2017), IFC (2012) e IIC (2013).

Es importante, en este contexto de marcos institucionales variables de ESRM, explorar qué puede 
mostrar la experiencia reciente con respecto a la eficacia de las reformas del manejo del riesgo. Esta 
pregunta resulta particularmente apremiante ahora, en medio de un auge en la construcción de in-
fraestructura en la Amazonía andina, lo que ha exacerbado la degradación ambiental y los conflictos 
sociales.

Se ha mostrado que varias salvaguardas individuales (inclusión de las partes interesadas, EIA com-
prehensivos y rendición de cuentas de los contratistas) pueden tener impactos significativos en la 
mitigación de los costos ambientales y sociales de los proyectos. Sin embargo, también se encontró 
que ninguna parte puede implementar todas estas salvaguardas por sí sola; más bien,  para asegurar 
los beneficios económicos de estos proyectos al mismo tiempo que se enfrentan sus muchos riesgos, 
las redes mutuamente reforzadoras de banca, gobiernos y sociedad civil deben cooperar entre sí.

Sección 4: UNA OLEADA DE INFRAESTRUCTURA EN 
TERRITORIO SENSIBLE: detonando el conflicto social, 
acentuando la degradación ambiental y poniendo en 
peligro las metas económicas
La Amazonía andina —aquí definida como la cuenca amazónica occidental y la región central andina, 
que comprenden el Brasil occidental, Colombia, Ecuador y Perú— actualmente viene experimentando 
una ola de proyectos de infraestructura. Entre 2000 y 2015, 60 proyectos de infraestructura financia-
dos por DFI internacionales se llevaron a cabo en Ecuador, Perú y Bolivia, y desde entonces otros 57 
nuevos proyectos los han continuado. Estos proyectos vienen adentrándose cada vez más en la Ama-
zonía: apenas 27 de los 60 proyectos entre 2000 y 2015 estaban dentro de la cuenca amazónica, pero 

Reconocimiento nacional Armonización condicional

Exigencia de capacidades Mejora de 
capacidades

Deferencia de 
capacidades

Mejora de 
capacidades

BNDES CBD CHEXIM CAF-BDAL IFC IIC USEXIM BID BIRF

Salvaguardias ambientales 

Prevención de la 
polución

N/D X X X X X X X X

Biodiversidad / hábitats N/D N/D X X X X X X X

Mitigación del cambio 
climático

N/D N/D X X X X X

Salvaguardias sociales

Derechos de los 
pueblos 

N/D N/D X X X X X X

Reubicación 
involuntaria de pueblos

N/D N/D X X X X X X

Trabajo, salud, 
seguridad

N/D N/D X X X

Patrimonio cultural N/D N/D X X X X X X
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45 de los 57 nuevos están planeados allí. Hacia  adelante, hay más de USD 70 billones en inversiones 
planeadas en la región de la cuenca amazónica mayor, lo que incluye a los que serán financiados por 
la banca de desarrollo y el sector privado entre el presente y 2020 (GVF-IFC, 2017).

El mapa 1 muestra los proyectos de infraestructura financiados por DFI internacionales que se apro-
baron y completaron entre 2000 y 2015, y el mapa 2 los describe con mayor detenimiento. La mayoría 
de los proyectos mostrados  —y todos los que se muestran en la cuenca amazónica—  se encuentran 
en las naciones andinas occidentales de Ecuador, Perú y Bolivia. Así, dentro de la cuenca amazónica 
el sector andino es el área más importante para la infraestructura. Y dentro de las naciones andinas la 
cuenca amazónica es crucial, y lo es cada vez más.

Como se advierte en el mapa 2, los préstamos para infraestructura de parte de las DFI internacio-
nales en Ecuador, Perú y Bolivia se han concentrado en la construcción y mejora de carreteras, com-
prendiendo las represas otro segmento importante. Además, las DFI internacionales financiaron dos 
puertos (uno oceánico en Lima, Perú, y uno fluvial en Puerto Suárez, Bolivia), dos plantas de energía 
renovable (un parque eólico en el sur de Ecuador y otro en el sur peruano, y una planta solar en el 
norte del Ecuador) y dos plantas termoeléctricas (una central eléctrica a combustible fósil en la costa 
septentrional del Ecuador y una planta de biomasa en la costa norte peruana). Geográficamente, los 
proyectos se encuentran concentrados a lo largo del borde de la Amazonía ecuatoriana, a lo largo de 
la costa peruana del Pacífico y en Bolivia meridional.
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MAPA 1: proyectos de infraestructura financiados por DFI en los países de la 
cuenca amazónica, 2000-2015

Fuente: Ray (2018).
Nota: las DFI aquí solo incluyen a las internacionales y excluyen a la banca de desarrollo nacional que opera 
domésticamente.
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MAPA 2: proyectos de infraestructura financiados por DFI en Ecuador, Perú y 
Bolivia, 2000-2015

Fuente: Ray (2018). 
Nota: las DFI mencionadas sólo incluyen a las internacionales y excluyen a la banca de desarrollo nacional que 
opera domésticamente.
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Considerados en conjunto, estos mismos proyectos han tenido un fuerte costo ambiental y social. Las 
imágenes satelitales de las áreas inmediatamente alrededor de los proyectos de infraestructura finan-
ciados por DFI internacionales en Bolivia, Ecuador y Perú, muestran que los territorios adyacentes a 
ellos han experimentado una pérdida de la cobertura arbórea (deforestación y degradación forestal) 
a una tasa mucho mayor que el resto de estos tres países. El gráfico 1 muestra los resultados de este 
análisis: las áreas inmediatamente cercanas a estos proyectos han perdido un promedio de 16.9 % 
de su cobertura arbórea desde 2000: cuatro veces la tasa del territorio restante de Ecuador, Perú y 
Bolivia. La pérdida total de cobertura arbórea asociada con estos proyectos suma un total de 4,387 
km2 de deforestación. En términos de su impacto climático, este nivel de pérdida equivale a 209,5 mil-
lones de toneladas métricas de nuevas emisiones de CO2: aproximadamente igual a diez años de las 
emisiones totales de Bolivia, cinco del Ecuador o 3.5 años de Perú (Ray, 2018). Los cálculos conserva-
dores del costo social de estas emisiones (tomando en cuenta los costos relacionados con el cambio 
climático, pero no la pérdida local de bienes de subsistencia que tenían al bosque como base) varían 
entre USD 2,1 billones y USD 10,5 billones, usando los estimados del Grupo de Trabajo Interagencial 
de los Estados Unidos sobre el Costo Social del Carbono en 2010 (ibíd.).

2

GRÁFICO 1: cambio en la cobertura arbórea cerca de proyectos de infraestructura 
financiados por las DFI y en otros lugares en Bolivia, Ecuador y Perú, 2000-2015

Nota: las “áreas cerca de los proyectos” quedan definidas como los territorios inmediatamente alrededor de los 
proyectos de infraestructura, donde la pérdida de cobertura arbórea queda demostrablemente relacionada con el 
proyecto mismo, según la medición realizada por un algoritmo uniforme aplicado a todos ellos. Este rango varía 
entre uno y 13 kilómetros en los diversos proyectos. Para mayor información consúltese Ray (2018).

2	 Estos cálculos emplean los estimados más recientes del Grupo de Trabajo Interagencia de los EE.UU. del Costo 	
Social del Carbono para el costo de las emisiones en 2010, el único cálculo que cae dentro del lapso 2000-2015: entre $10 
y $50 por tCO2 (US Government, 2013). Tal como Grieg-Gran (2008) señala, el costo de limitar las emisiones mediante la 
conservación de los bosques se halla muy por debajo de este nivel: menos de $5 USD por tonelada métrica de CO2. Es más, 
Ickowitz, Sills y De Sassi (2017) explican que los costos sociales de la deforestación de la Amazonía probablemente recaerán 
sobre los hogares más pobres, en tanto que los costos de oportunidad de limitar la deforestación se encuentran representados 
desproporcionadamente entre aquellos que ya son adinerados.
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El daño más significativo entre los estudios de caso aquí examinados, estuvo asociado con la carretera 
interoceánica sur, tramo 3 en Perú. Para 2015, más del 15% del área boscosa dentro de los 10km de los 
403km de la carretera (o un total de 1,265 km2 de cobertura arbórea) quedó deforestado. Esta pérdida 
del bosque se debió tanto a impactos directos de la construcción, como a los indirectos debidos a la 
nueva inmigración a la zona sustentada por la minería ilegal de oro, la cual en sí misma es uno de los 
principales impulsores de la contaminación del agua debido a los metales pesados usados en el pro-
cesamiento del mineral. En otro caso, la represa de Baba en Ecuador, tenía la meta anunciada de ayu-
dar a irrigar y a controlar las inundaciones. Desafortunadamente, debido a la mala implementación 
también tuvo como resultado la escasez de agua para las unidades domésticas vecinas, las cuales se 
encontraron con que necesitaban cavar pozos más y más profundos para usar el agua.

Es más, cada uno de los estudios de caso aquí examinados muestra que un ESRM mayormente in-
adecuado generó un significativo conflicto social, tal como se ve en el cuadro 7. Los detonantes del 
conflicto incluyen las quejas en el centro de trabajo, los problemas para conservar las formas tradicio-
nales de sustento en las áreas afectadas por los proyectos, el desplazamiento de las comunidades, y 
el acceso de las comunidades circundantes a los recursos naturales.

CUADRO 7: detonantes del conflicto social entre los estudios de caso de 
proyectos

País Proyecto DFI Detonante(s) del conflicto social

Ecuador

Represa multipropósito 
Baba

BID1 Desplazamiento de comunidades

Reemplazo inadecuado de las antiguas formas 
de sustento

Menos agua disponible para las unidades 
domésticas dependientes de pozos

Planta hidroeléctrica de 
Coca-Codo Sinclair

CHEXIM Menos empleo local del esperado

Condiciones laborales inseguras

Peru

CVIS, tramos 2-4 CAF Desplazamiento de las comunidades y 
contaminación del agua por parte de los nuevos 
asentamientos mineros informales

Represa de Inambari 
(cancelada)

BNDES2 Desplazamiento de las comunidades

Bolivia

La Paz – Oruro CAF Baja calidad y falta de seguridad de la carretera 
final

Montero - Yapacaní BID Trabajadores y subcontratistas impagos cuando 
el contratista abandonó el proyecto

San Buenaventura - 
Ixiamas

BIRF Subcontratistas impagos cuando el contratista 
abandonó el proyecto

Nota: 1 El proyecto de la represa Baba estuvo financiado inicialmente por el BID, el cual posteriormente canceló 
su participación.
2 La represa de Inambari fue anunciada inicialmente como un proyecto apoyado por el BNDES, pero su partici-
pación jamás se formalizó porque el proyecto fue cancelado.

Hemos hallado, de modo consistente con un análisis reciente de 200 proyectos de infraestructura 
en América Latina a lo largo de cuatro décadas (IDB, 2017), que una planificación deficiente, el no 
compartir beneficios y la falta de consulta a las comunidades, fueron a menudo los detonantes de 
los conflictos sociales que estallaron en los proyectos estudiados. Como puede verse en el cuadro 7, 
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dichos conflictos parecerían surgir incluso en los proyectos financiados por DFI con un alto nivel de 
salvaguardas, lo que indica que tales políticas no eran adecuadas o no fueron aplicadas con suficiente 
énfasis como para prevenirlos y mitigarlos. 

El daño ambiental y el conflicto social aquí mostrados no es simplemente el costo de asegurar un 
beneficio económico para los países y sus comunidades. Más bien el trabajo realizado muestra que 
estos problemas pueden poner en peligro dichos beneficios económicos. Varios proyectos de infrae-
structura no pudieron ser incluidos en los resultados de la pérdida de cobertura arbórea mostrados en 
el gráfico 1, porque fueron cancelados o porque su financiamiento fue revocado una vez que surgieron 
problemas sociales y ambientales. En un caso (la represa de Inambari en Perú), el proyecto no con-
sideró adecuadamente el impacto económico sobre las comunidades afectadas y necesitó desplazar 
a 5.000 personas, afectando la subsistencia de otras 3.000 adicionales río abajo. La sociedad civil se 
organizó exitosamente contra el proyecto, lo cual tuvo como resultado su cancelación, así como el ar-
chivamiento de un acuerdo energético bilateral de múltiples represas entre Perú y Brasil (y el financia-
miento esperado a través del BNDES), del cual este era el primer proyecto. Al priorizar la terminación 
del proyecto sobre su impacto en las comunidades y los medios de vida locales, este proyecto no 
solo permitió resultados económicamente dudosos para los residentes afectados, sino que además le 
costó al mismo BNDES varios años de negocios potenciales en el Perú.

Estos riesgos y costos no muestran ninguna señal de disminuir. Las evidencias más bien sugieren que 
se habrán de acelerar, puesto que los proyectos actualmente en las carteras de las DFI internacionales 
para las naciones centro-andinas de Ecuador, Perú y Bolivia se concentran cada vez más dentro de 
las zonas de la cuenca amazónica de dichos países. Entre 2000 y 2015, 27 de cada 60 proyectos de 
las DFI mostrados en el mapa 2 se ubicaban en la cuenca amazónica. Como puede verse en el gráfico 
2, desde 2015 son 57 proyectos nuevos los que ya se han completado o cuyo financiamiento ha sido 
aprobado por las DFI, y 45 de ellos se encuentran dentro de la cuenca amazónica.

GRÁFICO 2: distribución de proyectos pasados y actuales / en cartera en Ecua-
dor, Perú y Bolivia

Fuente: Ray (2018).

Es más, se espera que estos proyectos futuros sean financiados cada vez más por bancos chinos, los 
cuales son relativamente recién llegados con diferentes marcos de ESRM. De los 57 proyectos nuevos 
y en cartera mostrados en el mapa 3, 27 están financiados (o están programados para serlo) por DFI 
que usan los estándares ambientales y sociales nacionales, y 27 de estos proyectos se encuentran en 
la cuenca amazónica, en territorios indígenas o en ambos. Aproximadamente la mitad de estos 27 
proyectos cuentan con financiamiento de China o se espera que lo reciban de la banca de ese país. 
Como estos proyectos vienen a través de la cartera, para las DFI recién llegadas será importante evitar 
quedar entrampadas en los proyectos más riesgosos, algunos de los cuales no han logrado conseguir 
financiamiento de fuentes más habituales, con estrategias de ESRM más activas.
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MAPA 3: proyectos de infraestructura nuevos y en cartera financiados por las 
DFI en Ecuador, Perú y Bolivia

Fuente: Ray (2018). 
Nota: las DFI aquí mostradas solo incluyen las DFI internacionales, y excluye a la banca nacional de desarrollo 
que opera a escala del país.



¿ESTANDARIZACIÓN DEL DESARROLLO SOSTENIBLE? Bancos de desarrollo en la Amazonía andina       |         bu.edu/gdp       |        2018	 23

Sección 5: LIMITACIONES DE LOS MARCOS DE LA 
ESRM EN LOS PROYECTOS DE INFRAESTRUCTURA 
EN LA AMAZONÍA ANDINA
A pesar de los enfoques y salvaguardias de jure de la ESRM ilustrados en los cuadros 4 a 6, el trabajo 
realizado mostró que estos no han sido implementados lo suficientemente como para prevenir la 
degradación ambiental y el conflicto social. Gracias a los estudios de caso en Ecuador, Perú y Bolivia 
encontramos tres limitaciones centrales que han llevado a estos resultados deslucidos:

•	 La participación inadecuada de las partes interesadas, 

•	 Las evaluaciones de impacto ambiental (EIA) tienen lugar muy tardíamente en el proceso y no 
incorporan todos los aspectos de los proyectos o todos los tipos de riesgo, y 

•	 La gobernanza del proyecto se ve afectada por la falta de transparencia y rendición de cuentas.

Ello no obstante, también hallamos evidencias de que esfuerzos positivos en estas tres áreas  —
pero que no fueron implementados perfectamente en ninguno de los estudios de caso aquí examina-
dos—  pueden mitigar los costos sociales y ambientales. Por ejemplo, el proyecto peruano de la car-
retera del CVIS incluía un financiamiento concesional de CAF - Banco de Desarrollo de América Latina  
para ayudar al gobierno nacional a establecer cuerpos supervisores de titulación de la tierra, un paso 
crucial para limitar el tráfico de tierras y el desplazamiento de las comunidades a medida que nuevas 
tierras van haciéndose accesibles. Es más, gracias al análisis de imágenes satelitales regionales ya 
mencionadas, la protección de la consulta previa en las comunidades indígenas afectadas parecería 
estar asociada con una mitigación significativa de la deforestación relacionada con los proyectos.

5.1 Compromiso de los participantes

Para 2015, todos los gobiernos nacionales aquí estudiados  —y alrededor de la mitad de las DFI exami-
nadas—  se habían comprometido públicamente con el principio de la consulta previa con las comuni-
dades indígenas afectadas. Unas cuantas de las DFI internacionales también han instituido requisitos 
de consentimiento libre, previo e informado (CLPI) de los pueblos indígenas afectados, pero en la 
región andina son muy pocos los proyectos completados dentro de dicho marco como para comparar 
sus resultados con otros al otro lado del tablero. Sin embargo, la consulta de la infraestructura con las 
partes interesadas se extiende más allá de los confines de la consulta previa entre gobiernos centrales 
y comunidades indígenas: la participación activa de las comunidades locales  —indígenas o no—  pu-
ede ser crucial para evitar conflictos posteriores, tal como lo muestra el proyecto ecuatoriano de la 
represa de Coca Codo Sinclair (examinado más adelante). Es más, contar con el requisito de la par-
ticipación de las partes interesadas no garantiza que el proceso se lleve de tal modo que se descubran 
riesgos imprevistos, o que se asegure que las preocupaciones de las comunidades afectadas queden 
adecuadamente incorporadas al diseño de los proyectos. Tal como el BID mismo señala en una re-
ciente publicación, la participación efectiva no solo requiere compartir información, sino también la 
oportunidad de que las partes interesadas tengan un impacto sobre el diseño y la implementación del 
proyecto (Kvam, 2017). Por esta razón encontramos que cuando la DFI de un proyecto y el gobierno 
nacional cuentan ambos con el requisito de participación de las partes interesadas, estos dos cuerpos 
pueden servir como una red de apoyo mutuamente reforzante, proporcionando así un seguro contra 
la incapacidad de cualquiera de estas entidades para garantizar un proceso adecuadamente abierto.
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El Corredor Vial Interoceánico Sur del Perú (CVIS) sirve como un duro ejemplo del riesgo de contar 
con una participación inadecuada de las partes interesadas, cuando una sola de las partes lo exige. Los 
tramos 2 al 4 del CVIS fueron aprobados en 2005 con financiamiento de CAF – Banco de Desarrollo 
de América Latina, que siguió una estrategia de ESRM de reconocimiento nacional con mejoramiento 
de capacidades: ella postergó los estándares nacionales peruanos y pudo ofrecer financiamiento con-
cesional para ayudar a alcanzarlos. La CVIS contaba con el apoyo de una amplia coalición nacional 
que incluía a las elites locales, grupos madereros y financistas. Una «coalición conservacionista» más 
pequeña de actores preocupados por los intereses indígenas, ambientales y agrarios minifundistas 
no lograron detener o alterar significativamente los planes del proyecto, pero estas cuestiones fueron 
incorporadas a proyectos complementarios de construcción de la capacidad estatal3. Si bien es cierto 
que estos esfuerzos tal vez previnieron peores resultados, la carretera resultante estuvo asociada a 
una deforestación significativa debido a la especulación de tierras y a la extracción maderera y minera 
ilegales concomitantes, en un escenario que recuerda a la experiencia brasileña con el proyecto Polo-
noroeste en la década de 1980 (mencionado ya como la inspiración para el desarrollo de salvaguar-
das ambientales en el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo). Las preocupaciones 
ambientales y sociales fueron marginadas durante la planificación del proyecto, y en consecuencia las 
medidas tomadas para abordar estas cuestiones fueron eficaces sólo mínimamente respecto de los 
resultados significativos esperados de un importante proyecto vial en la Amazonía.

IMAGEN 1: Deforestación alrededor del CVIS, Perú

Fuente: Dammert Bello (2018). Crédito: Diego Pérez.
Nota: el CVIS se extiende desde el sector superior a la izquierda hasta el centro a la derecha. Las franjas despe-
jadas que se extienden perpendicularmente a partir de la carretera en ambas direcciones muestran los territorios 
mineros y otras áreas deforestadas.

3 	 Para un análisis del marco de las «coaliciones de crecimiento» y las contra-coaliciones orientadas a la conserva-
ción consúltese Rudel y Horowitz (1993) y Rudel (2005).
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Como ya se dijo, CAF – Banco de Desarrollo de América Latina, sigue un enfoque de ESRM que gira 
en torno a los estándares nacionales y ofrece asistencia a nivel del proyecto para alcanzar dichos es-
tándares. En este caso ella ayudó al gobierno peruano con la capacidad institucional en varias áreas 
distintas. Por ejemplo, CAF – Banco de Desarrollo de América Latina,  financió los EIA de los tramos 
de carretera, apoyó al Ministerio de Transportes y Comunicaciones en la implementación de una Di-
rección General de Asuntos Socio-Ambientales, y también apoyó la creación de la Comisión de For-
malización de la Propiedad Informal del Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento a fin de 
mitigar el potencial desplazamiento masivo de las comunidades existentes, puesto que la carretera 
hizo que estos territorios fueran más fácilmente accesibles para los recién llegados. Sin embargo, CAF 
– Banco de Desarrollo de América Latina, no tenía una norma formal para la consulta previa, de modo 
que asistir al Perú con la creación de este mecanismo, o en la construcción de la capacidad institu-
cional con que supervisarlo, no encontró acogida entre estas muchas demandas de financiamiento 
concesional asociadas con los tramos de la CVIS.

A pesar de los esfuerzos realizados por el Perú y la CAF para instituir salvaguardas contra el desplaza-
miento de las comunidades ya existentes, el mapa 4 muestra (en rojo) la dramática deforestación que 
ha tenido lugar a lo largo del tramo 3. Esta deforestación se encuentra directamente relacionada con 
las nuevas migraciones a la zona, impulsadas por la minería de oro informal. Esta a su vez ha llevado 
a la contaminación de los ríos y las aguas freáticas con minerales pesados (especialmente arsénico y 
mercurio) que en ella se usan. Si bien la carretera misma en general evita los territorios indígenas, no 
hay ninguna garantía de que los ríos y las aguas freáticas hagan lo mismo. Las comunidades indígenas, 
que no fueron incluidas formalmente en la planificación del proyecto, ya están comenzando a mostrar 
los riesgos a la salud asociados con sus costos ambientales.

MAPA 4: deforestación y territorios indígenas cerca del tramo 3 del CVIS 
peruano y la propuesta represa de Inambari

Fuente: compilado a partir de Dammert Bello (2018), Hansen et al. (2013) y LandMark (sin fecha).
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El fallido proyecto de la represa de Inambari, en Perú, también mostró cuán importante es contar 
con la participación integral de la comunidad. Como ya se dijo, esta debía ser la primera de cinco 
represas financiadas y supervisadas por un Acuerdo Energético Bilateral entre Perú y Brasil, con la 
esperada cooperación del BNDES y de ambos gobiernos, lo que tendría como resultado la generación 
de electricidad para el mercado de estos dos países. Sin embargo, los planes de Inambari no tomaron 
adecuadamente en cuenta los impactos sociales y ambientales, y la sociedad civil local cuestionó con 
éxito el proyecto. Las restantes represas fueron entonces pospuestas indefinidamente. Al relegar las 
preocupaciones sociales y ambientales a un lugar secundario, los planificadores del proyecto pusieron 
en peligro no solo a las comunidades y formas de subsistencia locales, sino también a la posibilidad 
futura de proyectos adicionales. Incorporar las preocupaciones sociales y ambientales de las partes 
interesadas de modo más pleno en la planificación del proyecto podría generar demoras de corto 
plazo  —y tal vez hasta haría eliminar proyectos mal diseñados, como Inambari—, pero también es 
un seguro contra costos en el más largo plazo para las mismas comunidades, las naciones y las DFI.

A pesar de estas historias admonitorias, hay razones para ver con confianza el poder significativo de 
una participación comunal efectiva. Por ejemplo, en el caso de todos los proyectos de infraestructura 
aprobados y completados en Ecuador, Perú y Bolivia entre 2000 y 2015, el análisis estadístico de la 
deforestación asociada a ellos muestra evidencias de que incorporar a las voces indígenas puede 
ayudar a limitar los daños ambientales. Este trabajo cuantitativo regional muestra que cuando los 
gobiernos nacionales implementan procesos formales de consulta previa con las comunidades in-
dígenas afectadas por los proyectos  —o cuando las DFI exigen a los países que lleven a cabo estos 
procesos para así conseguir financiamiento—, estos quedan asociados con una deforestación sig-
nificativamente menor. El gráfico 3 muestra las tasas de cambio medias en la cobertura arbórea al-
rededor de los proyectos de infraestructura aprobados y completados entre 2000 y 2015 en Bolivia, 
Ecuador y Perú, con y sin la protección de la consulta previa. En Bolivia y Perú, en particular  —donde 
la mayoría de los proyectos se llevaron a cabo—, los que se efectuaron dentro de un marco regulador 
que requería la consulta previa con las comunidades indígenas afectadas tuvieron una pérdida de la 
cobertura arbórea significativamente menor. El análisis estadístico de estos resultados muestra que 
son relevantes incluso cuando se toma en cuenta las diferencias en los tipos de proyecto, los años, las 
DFI involucradas y si las protecciones de la consulta previa tuvieron su origen en los requisitos de las 
DFI, en los gobiernos nacionales o en ambos (Ray, 2018). En otras palabras, la banca y los gobiernos 
nacionales forman redes mutuamente reforzantes cuando ambos siguen un modelo de ESRM de alto 
nivel, lo que ofrece una garantía contra cualquier dificultad que la otra parte encuentre en la aplicación 
de sus propias salvaguardas.
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RECUADRO A: ¿un nuevo paradigma en el Brasil? El empoderamiento de las comunidades afectadas 
gracias al Fundo Amazonia

Además de los estudios de caso mostrados en el cuadro 1, cada uno de los cuales detonó un conflicto social signifi-
cativo, las investigaciones en paralelo realizadas en el Brasil (Klinger, 2018) mostraron que las comunidades indí-
genas no se limitan a ser consideradas una idea tardía o una complicación en el proceso de diseño y aprobación del 
proyecto. Es más  bien posible que ellas asuman papeles de liderazgo y que determinen la dirección de los proyectos 
bajo su supervisión.

El gobierno del Brasil, en cooperación con la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, 
creó el Fundo Amazonia en reconocimiento a la importancia que la Amazonía brasileña tiene en el secuestro del 
carbono global, y el BNDES maneja sus operaciones dentro del Brasil. Este acepta pedidos de financiamiento con-
cesional de comunidades amazónicas, para proyectos que ellas mismas han diseñado y planeado. Klinger (2018) 
trazó el perfil de uno de estos proyectos, el de ecoturismo Yaripo concebido por el pueblo yanomami en y alrededor 
del Parque Nacional Pico de Neblina. Como vemos en el mapa A1, el Pico de Neblina  —la montaña más alta en 
Brasil—  se encuentra en territorio yanomami. Sin embargo, los yanomami tradicionalmente no se han beneficiado 
con el ecoturismo asociado con la montaña y más bien han tenido que lidiar con el uso de los recursos locales por 
parte de los mismos turistas. El proyecto Yaripo podría cambiar este escenario. Su financiamiento fue aprobado 
luego de tres años de reuniones comunales, y los trabajos para hacerlo realidad están por comenzar. Es demasiado 
pronto para decir si cumplirá con sus objetivos de crear un enfoque del ecoturismo local más sostenible ambiental 
y socialmente. Pero hasta la fecha las evidencias muestran que las comunidades indígenas son capaces no sólo de 
participar en los proyectos, sino también de dirigirlos. Este resultado es consistente con una nueva evaluación ex-
haustiva del IFC y otras, según las cuales los acuerdos financieros liderados por las partes interesadas y diseñados 
localmente podrían ser óptimos para la región amazónica (GVF-IFC, 2017). 

MAPA A1: territorios indígenas y tierras protegidas en el noroeste brasileño 
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GRÁFICO 3: cambios en la cobertura arbórea alrededor de los proyectos de in-
fraestructura financiados por DFI con y sin la protección de la consulta previa, y 
en el resto del Ecuador, Perú y Bolivia, 2000-2015

Fuente: Ray (2018).

 
5.2 EIA integrales 

Como se vio en el cuadro 5, toda DFI importante y activa en la cuenca amazónica, exige el EIA para 
que se pueda aprobar un proyecto. Ellos no obstante, la mayoría de los proyectos examinados en 
los estudios de caso experimentaron una degradación ambiental significativa, lo que incluye la de-
forestación, la contaminación del agua y reservas naturales afectadas. El cuadro 8 muestra estos 
casos junto con dos proyectos adicionales a los cuales no se pudo incluir entre los estudios de caso 
porque  —si bien las DFI en cuestión cancelaron su participación debido a preocupaciones ambien-
tales—  actualmente vienen construyéndose sin el apoyo de una DFI. Estos dos proyectos adicionales 
son el puente de Rurrenabaque-San Buenaventura, y una carretera a través del Territorio Indígena 
y Parque Nacional Isiboro Sécure (TIPNIS), ambos en Bolivia. Estas dos propuestas perdieron el fi-
nanciamiento de las DFI debido a conflictos ambientales, pero el gobierno boliviano siguió con ellas. 
Hasta el momento en que se escriben estas líneas aún no se establece todo el alcance de los daños 
ambientales que han causado.
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CUADRO 8: impactos ambientales de los estudios de caso y proyectos cancela-
dos por las DFI

Fuente: Elaboración propia en base a información de capítulos II, III, IV y V.

Una razón por la cual los proyectos de infraestructura siguen teniendo impactos ambientales ad-
versos no obstante los requisitos establecidos por los EIA, es que no necesariamente exigen que 
estos últimos sean integrales, y que tengan en cuenta los riesgos directos e indirectos de proyectos 
completos. Los EIA pueden ser limitados en su alcance y distintos segmentos de los proyectos pueden 
examinarse por separado. Este enfoque distributivo de los EIA puede tener como resultado riesgos 
ambientales a los que se pasa por alto. También puede permitir que avancen proyectos de alto riesgo 
en los que las DFI con normas más altas limitan su participación a las partes de riesgo relativamente 
bajo, lo que a su vez presiona para que se terminen las partes de alto riesgo con otro financiamiento. 
Los riesgos y costos ambientales de todo el proyecto debieran resultar obvios cuando un proyecto 
riesgoso cuenta con un EIA integral, lo que excluye la participación de las DFI que cuentan con los 
más altos estándares. Es posible que los grandes proyectos interconectados no puedan avanzar sin 
la participación de estas DFI. Sin embargo, al segmentarlos y efectuar EIA parciales para porciones 
separadas, las DFI con las más altas normas pueden tomar estos segmentos más seguros y dejar a las 
DFI menos equipadas a que supervisen los segmentos que más necesitan esta supervisión. El efecto 
de «competir hasta el final» es indirecto: las DFI cuya organización normalmente les impide acceder 
a proyectos ambientalmente costosos, podría terminar haciendo que estos mismos proyectos sean 
posibles al asumir los segmentos menos riesgosos.

Los tramos 2 a 4 del CVIS peruano arriba examinados, caen dentro de esta categoría de proyectos 
ambientalmente riesgosos que fueron posibles gracias a EIA segmentados. Además de CAF – Banco 
de Desarrollo de América Latina, el BID también financió el proyecto del CVIS, en otros segmentos 

País Proyecto Daño ambiental

Toda la 
región

Todos los proyectos Pérdida de cobertura arbórea a una tasa cuatro veces la del 
territorio circundante (véase el gráfico 1)

Ecuador

Represa Coca-Codo 
Sinclair

Sedimentación, menor flujo de agua y poblaciones de peces 
reducidas río abajo, incluyendo la catarata de San Rafael

Represa multipropósito 
Baba

Elevada contaminación de los reservorios con metales 
pesados debido a la escorrentía de las plantaciones vecinas 
y poblaciones de peces afectadas; el alcance de ambos se 
desconoce pues los estudios cesaron no obstante haber un 
mandato permanente para que se les lleve a cabo

Perú

Carretera del CVIS Amplia deforestación debida a los asentamientos mineros 
informales que la carretera hizo posible 

Represa de Inambari Proyecto cancelado en medio de protestas debido a la fuerte 
deforestación y desplazamiento de comunidades esperadas 

Bolivia

Puente Rurrenbaque – 
San Buenaventura

La participación del BID se canceló después de que se 
presentara un reclamo formal alegando la formulación de un 
EIA inadecuado

Carretera Montero-
Yapacaní

Deforestación incontrolada, no obstante los requisitos 
específicos del BID para que se efectuara un censo de la flora 
y se reubicara a la fauna afectada

Carretera TIPNIS La participación del BNDES se canceló en medio de protestas 
por su impacto sobre las reservas naturales
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que no ingresaban a la Amazonía4. En cambio las DFI con marcos de ESRM más exigentes tomaron los 
segmentos restantes, lo que incluye a los segmentos 2 a 4 financiados por CAF – Banco de Desarrollo 
de América Latina que se muestran en la imagen 2. Mientras las DFI difieran en sus niveles de ESRM, 
será necesario aplicar EIA integrales para así prevenir que las partes más riesgosas de los proyectos 
procedan con financiamiento de las DFI menos preparadas para manejar los riesgos involucrados.

Los EIA integrales pueden asimismo alertar a los planeadores de las formas en que los riesgos en una 
parte del proyecto podrían afectar a sus otras partes. En Ecuador, el BID planeaba financiar la con-
strucción de la represa Coca-Codo Sinclair, pero se retiró en medio de la erupción del volcán Reven-
tador (mostrado cerca de la represa en la imagen 2). Una vez que el BID se hubo retirado, CHEXIM 
asumió ambas partes del proyecto a través de préstamos separados con EIA distintos. En casos como 
este se pueden ignorar los riesgos interactuantes entre las distintas partes de un proyecto, incluso 
cuando todas las partes relevantes reciben financiamiento de la misma fuente. En este caso, en lugar 
de una red mutuamente reforzante, la relación entre el gobierno nacional y el prestamista formó una 
red mutuamente habilitante. CHEXIM hizo posible que Ecuador prosiguiera con un proyecto sin tener 
que considerar todos sus riesgos ambientales, y Ecuador permitió que CHEXIM asumiera riesgos in-
necesarios para su reputación y relación en su trabajo en este país.

MAPA 5: el proyecto Coca-Codo Sinclair y el área circundante, Ecuador

Fuente: compilado a partir de Vallejo, Espinosa y Venes (2018), y Hansen et al. (2013).

Como se ve en la imagen 2, el proyecto hidroeléctrico Coca-Codo Sinclair se encuentra en la Amazonía 
ecuatoriana, en una zona muy boscosa en una de las cuencas claves que alimentan al río Amazonas. 
También se encuentra cerca de dos importantes hitos naturales: el volcán Reventador y la catarata de 
San Rafael. Reventador es un volcán activo que durante los últimos diez años viene haciendo erupción 
continuamente, y que desde 2008 hasta comienzos de 2018 ha estado caracterizado por actividad 
sísmica, columnas de ceniza y flujos de lava (Smithsonian, s.f), tal como lo indican las áreas deforesta-
das rojas a su alrededor en la imagen 2. Con sus 150 metros de altura y 14 metros de ancho, la catarata 

4	 Los segmentos no amazónicos del CVIS, financiados por el BID, no aparecen en los mapas del proyecto -mapas 1 
y 2- porque fueron aprobados antes de 2000. El CVIS forma parte de una iniciativa a nivel regional para la Integración de la 
Infraestructura Regional Suramericana (IIRSA), pero los segmentos financiados por el BID se hicieron antes de que se creara 
esta iniciativa y por ello no aparecen en los registros de esta institución como proyectos relacionados con la IIRSA. Esta situ-
ación refleja un peligro para las DFI con enfoques más exigentes de ESRM: los proyectos de bajo riesgo a menudo consiguen 
un financiamiento seguro mucho antes que los proyectos complementarios más riesgosos, lo que hace que los recién llega-
dos se encuentren expuestos a quedarse con los más riesgosos y menos deseables. También refleja un nivel inadecuado del 
compartir la información entre proyectos relacionados asociados con planes de integración más amplios como IIRSA, puesto 
que no se preparan EIA para toda la red de proyectos.
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de San Rafael es la más grande del Ecuador. Es importante no solo como hito cultural sino también 
como un importante atractivo ecoturístico. Es de vital importancia que los riesgos sean evaluados lo 
más exhaustivamente posible, dado el serio peligro que el Reventador puede plantearle al proyecto, o 
que este puede constituir para la catarata de San Rafael.

Por último, los EIA integrales pueden tomar en cuenta las causas indirectas y directas de la degra-
dación ambiental. Por ejemplo, la carretera financiada por el Banco Mundial entre los pueblos de 
Ixiamas y San Buenaventura en la Amazonía boliviana, no pasa a través de territorios protegidos o 
siquiera linda con ellos, negando así toda posible deforestación causada directamente. Sin embargo, 
sí pasa lo suficientemente cerca del Parque Nacional Madidi (llega a unos 5 km de distancia) como 
para que el tráfico adicional y la inmigración puedan provocar una deforestación indirecta. Es por ello 
que el EIA tiene en cuenta el «futuro inducido» que se espera el proyecto traiga consigo, y dispone de 
un plan con que mitigar estos impactos.

5.3 Transparencia y responsabilidad

Una última forma en que las DFI y los gobiernos nacionales pueden formar redes mutuamente refor-
zantes, es trabajando para incrementar la coherencia a lo largo del ciclo del proyecto. Los mecanismos 
de transparencia y rendición de cuentas fallaron o faltaron en todos los estudios de caso de infrae-
structura examinados en este proyecto, lo que llevó a los conflictos sociales enumerados en el cuadro 
7 supra. Muchos de los ejemplos aquí citados muestran a los actores gubernamentales divididos en-
tre los incentivos contradictorios de acelerar los proyectos o gestionar los riesgos. Estos incentivos se 
alinean mejor cuando los proyectos garantizan  suficiente transparencia  —de modo tal que todas las 
partes interesadas son conscientes de los compromisos y tienen las mismas expectativas—  y mayor 
responsabilidad con dichos compromisos.

Ninguna de estas metas es posible sin la participación activa de las DFI internacionales, los gobier-
nos nacionales y la sociedad civil. Las grandes carteras internacionales de las DFI les brindan una 
capacidad institucional incomparable para incorporar las lecciones aprendidas al diseño de futuros 
proyectos. Pero son los gobiernos nacionales y las comunidades locales las que en última instancia 
establecen la interfase cotidiana con los proyectos y tienen un profundo conocimiento institucional 
de las condiciones locales. Resulta así crucial que las DFI internacionales, los gobiernos nacionales 
y las comunidades tengan claras sus metas al iniciar la planificación del proyecto, y que establezcan 
procesos de monitoreo transparentes para asegurar que dichas metas se cumplan.

Los planes y compromisos de los proyectos desafortunadamente se mantienen con demasiada fre-
cuencia fuera del alcance de las comunidades afectadas. Es más, en la mayoría de los estudios de 
caso aquí examinados, los investigadores del equipo se toparon con una resistencia significativa en 
su búsqueda de los EIA, los resultados de las consultas con las comunidades y el desempeño del 
proyecto, información que debiera ser pública para que las partes interesadas puedan efectivamente 
rendirse cuentas mutuamente. En otros casos los investigadores descubrieron que la información 
que legalmente debía ser pública no era accesible. Por ejemplo, los resultados de las auditorías ambi-
entales de las obras asociadas con el proyecto hidroeléctrico Coca-Codo Sinclair eran de acceso re-
stringido, lo que va contra los requisitos de transparencia, y la información que sí era pública  —sobre 
el flujo del agua y los balances hidrológicos de la cuenca afectada—  estaba desactualizada hasta el 
punto de ser poco informativa.

A nivel regional, la incorporación inadecuada de la transparencia en los proyectos de infraestructura 
ha llevado a un gran escándalo de corrupción que aún viene desarrollándose (al que se conoce como 
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lava jato  —lavado de carros—  por sus implicancias de lavado de dinero) a lo largo de América Latina. 
Este escándalo gira en torno a la compañía petrolera estatal brasileña PetroBras e importantes empre-
sas constructoras de este país, entre ellas Odebrecht, el contratista de infraestructura más grande de 
la región y uno de los más importantes que estuvo involucrado en el proyecto del CVIS aquí perfilado. 
La acusación de haber tenido tratos ilícitos con Odebrecht llevó a la renuncia del presidente peruano 
Pedro Pablo Kuczynski, y el procesamiento criminal de los expresidentes de Brasil, Luiz Inácio Lula da 
Silva, y de Perú, Ollanta Humala. Para el momento en que se escriben estas líneas, el expresidente pe-
ruano Alejandro Toledo  —durante cuyo mandato se implementó el CVIS—  enfrentaba la extradición 
para responder a cargos relacionados con el escándalo lava jato. En algunos casos las acusaciones 
incluyen sobornos por contratos y presupuestos inflados, haber afectado el tesoro nacional y negar 
a las comunidades el posible beneficio de la competencia y la selección justa de contratistas. Si bien 
la BMD aquí estudiada exige que los contratistas participen en licitaciones competitivas, lo mismo 
no puede decirse de la banca de fomento nacional y los bancos que operan en el extranjero como 
el BNDES, el CDB y el Banco ExIm de China. En aquellos casos, los compromisos nacionales con la 
transparencia son cruciales para el bienestar de las comunidades que dependen de los presupuestos 
nacionales y de la calidad final de la infraestructura misma.

Los beneficios de la transparencia resultan evidentes en el estudio de caso de la carretera boliviana 
de La Paz a Oruro, la cual fue ampliada con financiamiento de CAF – Banco de Desarrollo de América 
Latina. Durante su construcción se encontraron restos de las épocas preincaica, inca y colonial. Antes 
de que las obras pudieran proseguir se inició una excavación arqueológica. En este proceso estuvi-
eron presentes los miembros de la comunidad y se les incorporó a los procedimientos, haciéndose 
ofrendas a la «pachamama» según se acostumbra. Sin embargo, es importante señalar que este logro 
no se debió a que la cooperación entre CAF – Banco de Desarrollo de América Latina y el gobierno 
boliviano estableció un proceso transparente. De hecho, las entrevistas realizadas con el personal de 
la Unidad de Arqueología y Museos del Ministerio de Cultura mostraron que este nivel de atención 
y diligencia es sumamente inusual durante la construcción de carreteras en Bolivia, y en este caso se 
debió en gran medida a la fuerte atención mediática que este controversial proyecto ya había recibido. 
Los artefactos fueron conservados por la buena de contar con el escrutinio público, pero ésta  no es 
una estrategia con la cual asegurar resultados similares en el futuro, y no reemplaza a las redes mu-
tuamente reforzantes entre el personal del banco y los funcionarios públicos.

La represa ecuatoriana de Coca-Codo Sinclair arriba examinada por su inadecuada evaluación de 
impacto ambiental, también muestra los peligros de tener compromisos insuficientemente transpar-
entes. Aunque no hubo ningún proceso formal de CLPI  —puesto que las comunidades vecinas no son 
indígenas—, los representantes del proyecto sí llevaron a cabo un proceso de «socialización» para 
compartir los planes con las partes interesadas locales. Las entrevistas con los residentes en las co-
munidades circundantes mostraron que el proceso de socialización dio una impresión casi universal 
de promesas de empleo local, así como oportunidades para que las pequeñas empresas locales sumi-
nistraran alimentos, alojamiento y otros servicios para la fuerza de trabajo que construía la represa. 
Sin embargo, no se hizo ningún compromiso preciso con respecto a estas expectativas. Posterior-
mente estalló un significativo conflicto social en torno al hecho que en lugar de ampliar las oportuni-
dades de empleo para los trabajadores de la vecindad inmediata, o incluso la gran región amazónica 
del Ecuador, el empleo “local” fue definido de tal modo que incluía a trabajadores ecuatorianos de 
otras partes del país. Es más, muchos miembros de las comunidades confiaban en las expectativas del 
proceso de «socialización» y se endeudaron fuertemente para abrir o ampliar negocios de catering o 
de restaurantes, o para ampliar sus casas para arrendar habitaciones, pero posteriormente quedaron 
excluidos de la oportunidad de vender estos servicios a los trabajadores de construcción.
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Una vez que se han establecido compromisos y expectativas claros, resulta de crucial importancia su 
cumplimiento, lo que requiere de la participación de todas las partes. En los estudios de caso asocia-
dos con este proyecto de investigación, en que los compromisos de desempeño fueron claramente 
enunciados al inicio de los proyectos de infraestructura, los vacíos en las medidas de rendición de 
cuentas siempre permitieron que estos compromisos no se cumplieran. Tal como Fox (2007) y Dan-
iel et al. (2016) señalan, las medidas de rendición de cuentas de las DFI frecuentemente carecen de 
sanciones específicas para compromisos incumplidos, o requieren que las comunidades maniobren 
entre complejas capas burocráticas insertas en mecanismos de reclamo formales, dejando así pocas 
opciones a las partes interesadas en caso se susciten conflictos.

Aquí también la represa de Coca-Codo Sinclair sirve como un ejemplo de advertencia. Entre 2009 y 
2011, el monitoreo ambiental del proyecto tuvo lugar a través de un comité municipal de supervisión 
especialmente organizado. Pero en medio de la obra se incluyó el monitoreo dentro de las respon-
sabilidades del contratista, y el acceso público a los informes relacionados con el medio ambiente 
disminuyeron significativamente. La rendición de cuentas a las partes interesadas fue efectivamente 
suplantada por la autorregulación.

Los tres estudios de caso en Bolivia también ilustran este punto. Como vemos en la imagen 3, estos 
tres proyectos se llevaron a cabo en diversos ambientes y fueron financiados por DFI con diversos 
enfoques de ESRM. Las dos carreteras en la cuenca amazónica (Ixiamas – San Buenaventura en el 
noroeste boliviano y Montero – Yapacaní en las afueras de Santa Cruz, en Bolivia central) fueron 
financiadas ambas por DFI que siguen una estrategia de ESRM de armonización condicional con un 
mejoramiento de capacidades. En otras palabras, los dos proyectos viales que constituían los mayores 
riesgos ambientales y sociales fueron financiados por las DFI con la menor supervisión. El proyecto 
restante  —La Paz – Oruro—  fue financiado por CAF – Banco de Desarrollo de América Latina y se 
encuentra fuera de la cuenca amazónica, en un ambiente de desierto de altitud abierto.

MAPA 6: ubicación de las carreteras de los estudios de caso y cambios en la 
cobertura arbórea en Bolivia

Fuente: compilado a partir de Andersen, del Granado, Medinaceli y Roca (2018), Hansen et al. (2013), y Land-
Mark (s.f.).
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Ello no obstante e independientemente de las distintas estrategias de ESRM y niveles de riesgo ambi-
ental y social, los tres proyectos no lograron ser completados según su plan original. Dos contratistas 
los abandonaron por completo, dejando sin pagar a los subcontratistas y los trabajadores, y otro ter-
minó el proyecto pero redujo el presupuesto de las medidas de seguridad y de calidad, lo que llevó a 
resultados peligrosos y a veces fatales.

La carretera Montero – Yapacaní (el proyecto 3 en la imagen 3) recibió financiamiento del BID y 
con ello normas de alto nivel que buscaban proteger los ecosistemas afectados, las comunidades 
y los trabajadores. El BID daba un plazo de dos años para que se completara la Evaluación Técnica, 
Económica, Social y Ambiental (TESA) antes de aprobar el préstamo.  Desafortunadamente, dentro 
de los dos años de aprobado el proyecto, el contratista (la empresa mexicana Tradeco) ya había sido 
retirado por no haber logrado efectuar un avance adecuado y haber concretado sólo el 3% de la obra 
comprometida dentro de los primeros 16 meses del mismo. Las entrevistas con los trabajadores del 
proyecto mostraron que su partida dejó a muchos sin paga, pero nadie estaba dispuesto a presentar 
una queja formal por temor a perder la oportunidad de trabajar con el siguiente contratista, la em-
presa china Sinohydro. Esta partes interesadas habían sido efectivamente retiradas de los procesos 
de compensación debido a la falta de transparencia de los mecanismos de rendición de cuentas y el 
monitoreo del contratista.

La renovación de una segunda carretera  —que une a los poblados amazónicos de San Buenaventura 
e Ixiamas (proyecto 1 en la imagen 3)—  recibió financiamiento del BIRF en 2011 después de cuatro 
años de estudios de preinversión. Los procesos de consulta previa se efectuaron con las comunidades 
indígenas y los grupos de la sociedad civil antes de que el Banco Mundial aprobara el proyecto y antes 
de que se otorgara el contrato de construcción, y los comentarios de las partes interesadas fueron 
incorporados a los planes del proyecto. Sin embargo, ninguno de estos preparativos podía asegurar 
un proyecto exitoso porque el contratista (la empresa española Corsán-Corviam) lo abandonó en 
2017 sin avisar al Estado o al banco y sin pagar a los subcontratistas locales, muchos de los cuales 
habían asumido deudas significativas a fin de abrir o ampliar sus empresas para trabajar en este 
proyecto. El gobierno recibió una indemnización en forma del pago de un bono de desempeño, y a 
mediados de 2018 anunció que consideraría asignar los trabajos restantes a otra empresa. Aunque 
un grupo de unos 20 representantes de los que esperaban pago presentaron una queja ante el Banco 
Mundial, éste no podía ayudarles porque no tiene jurisdicción sobre los conflictos entre contratistas y 
subcontratistas. Así, aunque el Banco Mundial exige transparencia en la selección de los contratistas, 
ni siquiera estas salvaguardas han podido prevenir significativos problemas laborales cuando no se 
cuenta con un compromiso equivalente de parte del gobierno nacional.

IMAGEN 2: obras no concluidas en la carretera San Buenaventura – Ixiamas, 
Bolivia

Fuente: Andersen et al. (2018).
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Por último, la renovación y ampliación de la carretera entre La Paz y la ciudad sureña de Oruro (el 
proyecto 2 en la imagen 3), financiada por CAF – Banco de Desarrollo de América Latina en 2009 
y completada exitosamente a costa de la calidad y la seguridad. Los fallos en la transparencia y la 
rendición de cuentas a lo largo del ciclo del proyecto condujeron a un resultado contraproducente: en 
lugar de mejorar la seguridad y calidad de la carretera, el proyecto de renovación tuvo como resultado 
una pista plagada de problemas en ambas áreas. El préstamo fue otorgado antes de que se comple-
tara la Evaluación Técnica, Económica, Social y Ambiental (TESA), y el proceso de contratación fijó 
un precio máximo en toda oferta recibida. Así, el costo asumió un papel principal en la toma de deci-
siones. Es más, un proceso de participación inadecuado de las partes interesadas no incluyó medidas 
para que el contratista (la empresa boliviana Brabol) adquiriera grava de sitios locales. Juntos, estos 
dos problemas significaban que cuando el precio del asfalto subió en 2011, Brabol no pudo completar 
el trabajo asignado. El contrato fue rescindido y reasignado a Corsán-Corviam, la misma empresa 
que había abandonado la carretera Ixiamas – San Buenaventura arriba examinada. Corsán-Corviam 
logró completar el proyecto pero no a tiempo ni con la calidad acordada. En particular, al enfrentar el 
incremento de los costos, el contratista y el gobierno acordaron un plan de ingeniería revisado que 
omitió varias rampas de ingreso y una parte significativa de la señalización de seguridad requerida. 
Estos cambios fueron algo más que simples modificaciones técnicas: la insuficiente transparencia 
en el proceso de cambiar los planos creó un riesgo de seguridad pública, por el cual los conductores 
frecuentemente entraban a la autopista en la dirección equivocada, lo que provocó choques. Mientras 
que el proyecto de renovación buscaba mejorar la seguridad de los conductores, la falta de super-
visión del contratista permitió más bien que se crearan nuevos riesgos.

Tal como lo muestran los tres estudios de caso bolivianos, los proyectos de infraestructura financia-
dos por DFI internacionales a menudo involucran a grandes contratistas que trabajan en este tipo de 
proyecto en muchos países. Asegurar la rendición de cuentas y el retener una memoria institucional de 
los compromisos  —cumplidos e incumplidos—  podría requerir el uso de foros internacionales como 
COSIPLAN (Consejo Sudamericano de Infraestructura y Planeamiento, que comprende a los minis-
terios de planificación y/o integración de los países de la UNASUR), que supervisa a los proyectos de 
integración de IIRSA. Alternativamente, las DFI internacionales mismas tienen un alcance operativo 
internacional, por lo que cuentan con una ventaja en la formación y el mantenimiento de plataformas 
mutuamente reforzadoras para compartir información. Las DFI internacionales y los foros como CO-
SIPLAN tienen un conocimiento institucional del desempeño pasado de los gobiernos nacionales y los 
contratistas, mientras que estos gobiernos sólo cuentan con el conocimiento institucional de las DFI 
y de los contratistas cuando estos han trabajado en proyectos locales. Ello no quiere decir que las DFI 
tengan el monopolio de los conocimientos necesarios para monitorear los proyectos. Como se verá 
en la siguiente sección, el conocimiento local de las comunidades y de los sistemas legales nacionales 
es también crucial para la rendición de cuentas y el monitoreo. Así, aunque las DFI internacionales se 
encuentran bien posicionadas para establecer plataformas donde compartir información, éstas deben 
ser sistemas mutuamente reforzadores que incorporen voces locales.
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RECUADRO B: avances y reveses en la protección social y ambiental a nivel nacional

Este trabajo muestra importantes ganancias a lo largo de la región andina en las protecciones nacionales desde el 
cambio de milenio. Por ejemplo, durante la planificación del sistema de carreteras del CVIS en Perú, CAF – Banco 
de Desarrollo de América Latina, asistió al gobierno nacional a que estableciera cuerpos supervisores de los proyec-
tos de infraestructura (Dammert Bello, 2018). Es más, en 2008 se creó el Ministerio del Ambiente del Perú, lo que 
estableció una plataforma institucional para la supervisión de los proyectos (Lanegra, 2014). Ecuador ratificó una 
nueva constitución que consagró los derechos de la naturaleza, lo que significa en la práctica que cualquiera puede 
representar a la pachamama (la Madre Naturaleza) y demandar a quienes contaminen (Tanasescu, 2013). Los tres 
países han promulgado protecciones de consulta previa para las comunidades indígenas, codificando así su ratifi-
cación del Convenio 169 de la OIT sobre los Pueblos Indígenas y Tribales (Ray, 2018).

Sin embargo, estas protecciones crearon considerables tensiones en aquellos países cuya economía está fuerte-
mente concentrada en proyectos mineros, petroleros y gasíferos, que frecuentemente se hallan en territorios am-
bientalmente sensibles y/o indígenas (Lalander, 2015; Martínez Alier, 2015). En efecto, los gobiernos andinos 
han enfrentado intensas presiones para reducir dichas protecciones tras el final del más reciente superciclo de las 
materias primas. En Ecuador, por ejemplo, esta tensión entre los derechos ambientales codificados y el impulso a 
acelerar los nuevos desarrollos petroleros quedó de manifiesto en los límites impuestos a las ONG ambientalistas, 
lo que culminó en el cierre forzoso de «Fundación Pachamama», la más grande organización ambientalista del país, 
en 2013 (Appé & Barragán, 2017). En el Perú, los funcionarios ansiosos por acelerar la inversión han intentado 
evitar conceder el derecho a la consulta previa a las comunidades con respecto a los proyectos extractivos y de 
infraestructura en su territorio, ya sea cuestionando su identidad indígena o sosteniendo que las concesiones ya 
habían sido otorgadas a los inversionistas antes de que la Ley de consulta previa entrara en vigor (Pozo, 2012; San-
born et al., 2016). Los gobiernos de los tres países han reducido los límites al desarrollo en parques y otras zonas 
protegidas (Ballón et al., 2017).

Esta rápida fluctuación de los niveles de protección ambiental y social se encuentra intrínsecamente ligada a la 
identidad dual de las naciones andinas como países extractivos y democracias. Subraya, sin embargo, la necesi-
dad de contar con sociedades mutuamente reforzantes con las DFI durante el planeamiento y la ejecución de la 
infraestructura. Las protecciones nacionales reflejan no solo la voluntad de los votantes, sino también las priori-
dades gubernamentales en distintos puntos de los ciclos de negocios y de precios de las materias primas. Las DFI 
internacionales cuentan con la capacidad  —de ser puesta en acción correctamente—  para ser socios activos en la 
supervisión de los proyectos de infraestructura en territorios sensibles.
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Sección 5: DISCUSIÓN Y RECOMENDACIONES: 
la importancia de contar con redes mutuamente 
reforzantes
La infraestructura es por definición la base de la actividad económica. Ella puede apoyar  —o impedir—  
las metas nacionales de dirigir la actividad económica hacia modelos económicos más sostenibles e 
inclusivos. Dadas las características singulares de esta región, la integración de la Amazonía tropical 
andina mediante proyectos de infraestructura de gran escala debiera promoverse a través de plata-
formas inclusivas y transparentes de las múltiples partes interesadas. Los análisis efectuados en el 
presente estudio muestran que la banca de desarrollo, los gobiernos nacionales y las comunidades 
locales, debieran todas tener voz en el diseño y la direccionalidad de la infraestructura, en lo que re-
specta al grado en que su avance  en la Amazonía andina es de interés para un desarrollo económico 
de largo plazo, consistente con las Metas de Desarrollo Sostenible y el Acuerdo Climático de París. Tal 
vez la pregunta clave es: ¿en qué medida una serie de procesos contribuyen al desarrollo económico 
sostenible de largo plazo de la nación y región, de modo tal que éste sea menos intensivo en carbono 
y más inclusivo socialmente, con especial atención a las necesidades de la región de dedicarse a un 
proceso de transformación estructural hacia economías más complejas, diversificadas, relativamente 
menos intensivas en carbono y más inclusivas socialmente? Si bien este trabajo no puede aún seguir 
los impactos de los proyectos en el largo plazo, sí brinda respuestas tentativas que tienen como base 
experiencias recientes de reformas sociales y ambientales, efectuadas durante un boom de infrae-
structura.

Este trabajo muestra que es más probable que estas condiciones se cumplan cuando las DFI inter-
nacionales, los gobiernos nacionales y las comunidades locales, puedan formar redes mutuamente 
reforzantes. Los estudios de caso muestran que en muchos de ellos, estas redes fallan cuando las DFI 
o los gobiernos nacionales renuncian a su papel en la supervisión de las condiciones de los préstamos 
para infraestructura. Estos vacíos quieren decir que unas redes de supervisión efectivas podrían re-
querir el uso de foros internacionales tales como el COSIPLAN, para así compartir información acerca 
de los riesgos relativos de los proyectos y el desempeño de los actores involucrados en ellos. Sin em-
bargo, aunque los ministros que conforman el COSIPLAN se beneficiarían compartiendo información 
de este modo, es posible que, tal como se examina más adelante, también enfrenten incentivos con-
trarios para que faciliten y aceleren la infraestructura a pesar de estos riesgos. En dicho caso, las DFI 
internacionales mismas podrían tener la sensatez de considerar establecer plataformas de alto nivel 
con que compartir información referida a redes de proyectos relacionados entre sí, como los que com-
prende el IIRSA. Pero independientemente del contexto institucional de esta opción de compartir la 
información, ella no debe quedar limitada a la participación de un tipo u otro de actor: debe también 
incluir la contribución de los funcionarios gubernamentales con respecto a la legislación nacional, y la 
de las comunidades afectadas para así prevenir la degradación ambiental y el conflicto social.

Este trabajo muestra asimismo que la simple existencia de normas no basta para garantizar resultados 
positivos. Los estudios de caso aquí examinados han revelado tres razones claves por las cuales los 
ministerios y reguladores gubernamentales  —que supervisan las operaciones diarias de los proyec-
tos—  pueden a veces no implementarlas debido a los incentivos contradictorios a los que se enfren-
tan: facilitar y acelerar la inversión mientras siguen sus propias protecciones sociales y ambientales. 
Estas fallas pueden activarse debido a una necesidad percibida de ahorrar tiempo, ahorrar dinero o 
para salvar las apariencias. El caso del CVIS en Perú es un ejemplo del ahorro de tiempo, puesto que 
un decreto supremo exoneró al proyecto de alguno de los estudios de factibilidad usualmente reque-
ridos en los proyectos de transporte. La carretera boliviana que une a La Paz con Oruro sufrió debido 
a los esfuerzos realizados para ahorrar dinero, puesto que la incapacidad para adaptarse al alza de 
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los precios del asfalto hizo que se tomaran atajos en su seguridad y calidad. Por último, los proyectos 
particularmente ambiciosos de tipo «vitrina», como la represa Coca-Codo Sinclair del Ecuador, pu-
eden hacer que haya una tentación particularmente fuerte de salvar las apariencias incumpliendo los 
requisitos de transparencia, como el mandato de publicar las auditorías ambientales relevantes, para 
así permitir a las partes interesadas monitorear el progreso y los impactos del proyecto.

Sin embargo, si bien el deseo de acelerar la conclusión de la infraestructura puede impulsar una pl-
anificación y supervisión inadecuadas del proyecto, frecuentemente tendrá el resultado contrario: 
demoras, sobrecostos y cancelación de proyectos. Como puede verse en el cuadro 9, muchos de los 
proyectos en los estudios de caso aquí discutidos finalmente generaron complicaciones para las DFI 
involucradas debido a una planificación inadecuada o falta de  colaboración con los gobiernos nacio-
nales. Tal vez el caso más llamativo sea el de la represa de Inambari. Este proyecto, como ya se indicó, 
debía ser el primero de cinco represas que suministrarían energía tanto al Perú como al Brasil. El 
proyecto se topó con la oposición de la comunidad, que lo cuestionó exitosamente debido a las serias 
debilidades de sus consideraciones ambientales y sociales. Los restantes cuatro proyectos han sido 
archivados indefinidamente. Como el BNDES jamás participó formalmente en el proyecto  —porque 
fue cancelado antes de que hubiese algún servicio de construcción que mereciera la participación de 
una agencia exportadora de crédito como este banco—, logró evitar quedar envuelto en un vergon-
zoso fracaso. Ello no obstante, la cancelación de la serie de proyectos de cinco represas le costó en 
última instancia una parte significativa de su participación en el mercado regional de infraestructura. 
Al priorizar la ejecución del proyecto sobre las preocupaciones de las partes interesadas, Inambari 
puso en peligro no solo los intereses de las comunidades sino también las perspectivas futuras del 
BNDES. Dada la actual ola de infraestructura general en la región, resulta poco probable que otra DFI 
internacional quiera repetir dicha experiencia.

CUADRO 9: problemas para las DFI y los gobiernos nacionales debido a una co-
laboración y supervisión inadecuadas

País Proyecto Problema

Ecuador
Represa multipropósito 
Baba

El proyecto tuvo que ser rediseñado y perdió el 
financiamiento del BID tras un cuestionamiento legal exitoso 
a su licencia ambiental.

Perú
Represa de Inambari Este proyecto fue cancelado  —y otros cuatro archivados—  en 

medio de protestas debidas a su inadecuada planificación 
social y ambiental.

Bolivia

Carretera Montero – 
Yapacaní

Avance insatisfactorio debido a la incapacidad de renegociar 
el presupuesto debido al alza en el costo de los materiales.

Carretera San 
Buenaventura – Ixiamas

Proyecto paralizado debido a que el gobierno boliviano no 
hizo que el contratista rindiera cuentas por sus deudas antes 
de irse, ni tampoco halló un reemplazo.

Fuente: Elaboración propia en base a información de capítulos II, III, IV y V.

La represa de Coca-Codo Sinclair (CCS) del Ecuador nos brinda un ejemplo aleccionador en el cual 
toda la supervisión recayó en el Estado, aun cuando el compartir información entre las DFI, los 
contratistas y los gobiernos locales podría haber prevenido significativos conflictos sociales.  En 2010 
el proyecto recibió el financiamiento del Banco de Exportación-Importación de China, que aplicó un 
enfoque extremadamente exigente del ESRM, pero para 2011 los trabajadores ya habían presentado 
26 quejas laborales oficiales ante el gobierno ecuatoriano. Un tema importante en estas quejas era la 
falta de atención adecuada prestada a la seguridad laboral, lo que finalmente contribuyó a la muerte 
de 13 obreros (10 ecuatorianos y 3 chinos) cuando una plataforma de trabajo colapsó. Otro problema 
involucraba la calidad del agua proporcionada para la hidratación de los trabajadores y sus duchas en 
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el campamento, a la cual el personal de salud atribuía la fiebre tifoidea y las infecciones bacterianas 
presentes entre el personal del proyecto. Para resolver estos problemas recurrentes, el ministro de 
trabajo Francisco Vacas visitó las obras luego de estas quejas formales y problemas de salud, así 
como de múltiples huelgas. Las entrevistas en el campo con los trabajadores del proyecto mostraron 
que las condiciones mejoraron sustancialmente después de la visita del ministro Vacas. La calidad 
del agua dejó de ser motivo de preocupación, y los trabajadores hasta mencionaron su gratitud por 
beneficios laborales tales como internet gratuita y una cancha de vóley. Está claro que la interven-
ción del gobierno nacional ayudó a abordar unos serios problemas en el lugar de trabajo. Pero dicho 
cumplimiento tomó años innecesarios y costó vidas, dada la falta de un prestamista proactivo con 
sus propias normas y considerando la falta de colaboración entre este y el gobierno nacional, para 
asegurarse que se estaba cumpliendo con ellas.

Lo mismo puede decirse de aquellas situaciones en las cuales una DFI cuenta con la capacidad y la 
voluntad institucional suficientes, pero no así el gobierno nacional. El otro estudio de caso ecuatoriano 
cubierto por este proyecto, el multipropósitos Baba (una represa que buscaba generar electricidad, 
controlar inundaciones y proporcionar riego), muestra esta lección con demasiada claridad. El BID 
financió los estudios de preinversión de este proyecto y lo aprobó en 2007, con condiciones que 
incluían la reubicación de comunidades y el desarrollo de formas de subsistencia alternativas para 
las unidades domésticas afectadas. Más adelante en ese mismo año, sin embargo, el BID canceló su 
participación. El proyecto prosiguió con financiamiento del gobierno nacional, pero sin el respaldo 
del BID en la coordinación de la implementación de salvaguardas. En este caso las comunidades af-
ectadas encontraron un alivio parcial presentando una queja ante el Tribunal Constitucional, el cual 
falló a su favor en 2008, lo que hizo que se reformulara el proyecto para que solo desplazara a 43 
familias y no a 240. Sin embargo, las familias que no fueron desplazadas siempre sintieron el impacto 
del proyecto a través de los cambios en el nivel freático, lo que hizo necesario contar con pozos más 
profundos para el uso doméstico del agua. Es más, si bien han aparecido algunos reportes de pobla-
ciones de peces reducidas y de contaminación del agua, no ha sido posible confirmarlos con informes 
oficiales porque las auditorías ambientales requeridas dejaron de llevarse a cabo una vez que el BID 
retiró su participación.

Un problema más complejo surgió con la carretera del CVIS peruano antes examinado. Cuando se 
aprobó el préstamo, el Perú no contaba con la capacidad institucional con que supervisar los riesgos 
sociales y ambientales de semejante proyecto. La asistencia que CAF – Banco de Desarrollo de Améri-
ca Latina le prestó para crear una dirección de supervisión dentro del Ministerio de Transportes, es un 
ejemplo de cómo las DFI pueden trabajar con los gobiernos nacionales para intentar evitar o mitigar 
los posibles riesgos desde el momento en que se inicia un proyecto. Sin embargo, y tal como lo dem-
uestra el capítulo dedicado al Perú en este volumen, al final los esfuerzos reguladores y de mitigación 
establecidos  —después de que el proyecto estuviera en marcha—  resultaron ser insuficientes para 
evitar los severos problemas ambientales y sociales que la carretera del CVIS produjo.

De este modo, mientras el auge de la infraestructura prosigue en la Amazonía andina, los proyectos 
deben tomar en cuenta estos riesgos si quieren evitar repetir problemas pasados. Se recomienda es-
pecíficamente los siguientes principios rectores:

INVOLUCRAR A LAS PARTES INTERESADAS tempranamente en el ciclo del proyecto. Esto incluye 
no solo garantizar el derecho a una consulta libre, previa e informada acerca de los proyectos ya pla-
neados, sino también incorporar voces locales al diseño de los mismos y mantener su participación a 
lo largo del ciclo del proyecto. El ejemplo de la represa de Inambari, en Perú, muestra que no tomar en 
cuenta las voces locales en el proceso de planificación puede tener como resultado diseño de proyec-
tos insostenibles, lo que pone en peligro no solo a proyectos específicos sino también la reputación 
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de los bancos de desarrollo en forma tan dramática que ponen en riesgo su cartera de proyectos. El 
ejemplo del Fundo Amazonia del Brasil, en cambio, muestra que las comunidades indígenas son ca-
paces de participar plenamente en  —e incluso de liderar—  el diseño del proyecto. En conjunto, estos 
estudios de caso muestran que el grado en que los actores en las «coaliciones de conservación»  se 
organicen eficazmente, será en última instancia crucial para determinar el grado en que se incorporen 
las preocupaciones ambientales y sociales al planeamiento del proyecto.

EVALUACIONES INTEGRALES DEL IMPACTO AMBIENTAL EN LAS ETAPAS INICIAL Y FINAL, que 
tomen en cuenta no solo los riesgos ambientales asociados directamente con cada solicitud de 
préstamos por separado, sino de todo el proyecto. Tal como lo muestra el estudio de caso de la car-
retera del CVIS peruano, los impactos ambientales de un proyecto pueden ser significativos incluso 
en caso de ser indirectos y deberse a los nuevos patrones migratorios y económicos posibles gracias 
a un proyecto. El enfoque del BID de planear para el “futuro inducido” generado por la mejora de la 
carretera boliviana Ixiamas – San Buenaventura, es un ejemplo de cómo se puede ampliar el ámbito 
de los EIA para que tengan en cuenta estos impactos indirectos. Debe prestarse especial atención en 
la etapa inicial al diseño de proyectos de infraestructura que destraben la dependencia que la región 
tiene de industrias extractivas y materias primas caracterizadas por ciclos de auge y decadencia, que 
han mostrado afectar las perspectivas del crecimiento en el largo plazo y acentuar endémicamente el 
conflicto social y la degradación ambiental.

INSTRUMENTOS PARA LA TRANSPARENCIA Y LA RENDICIÓN DE CUENTAS a incorporar en los 
planes y compromisos del proyecto, comenzando tempranamente en el ciclo del mismo. Sin acceso 
del público a informes ambientales apropiados, las partes interesadas no podrán medir efectivamente 
los riesgos del proyecto o participar plenamente en las consultas con las comunidades. Cuando las 
obligaciones de los contratistas no han sido estipuladas claramente, y cuando la falta de transparen-
cia impide que la sociedad civil monitoree los resultados, el desempeño puede fácilmente quedarse 
corto con respecto a los compromisos, dejando a las comunidades con necesidades insatisfechas en 
materia de empleo, seguridad e incluso en el acceso a la infraestructura misma.

Para poder abordar todos estos vacíos potenciales en la planificación y la supervisión de proyectos, 
es imperativo que las DFI internacionales y los gobiernos nacionales formen redes de apoyo mutua-
mente reforzantes. Dado que las DFI internacionales son casi por definición intermediarias entre los 
gobiernos, los contratistas del sector privado y las comunidades locales, ellas tienen una posición úni-
ca para albergar plataformas en las cuales todas las partes interesadas puedan formular y manifestar 
sus preferencias y preocupaciones, y negociar proyectos que maximicen los beneficios y minimicen 
los riesgos para todas las partes involucradas.
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LISTA DE ABREVIATURAS

AGNU Asamblea General de las Naciones Unidas
BID Banco Interamericano de Desarrollo
BIRF Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento
BMD Banca Multilateral de Desarrollo
BNDES Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social (de Brasil)
CDB China Development Bank (por sus siglas en inglés)
CHEMIX Banco de Exportación – Importación de China (por sus siglas en inglés)
CLPI Conocimiento libre, previo e informado (de los pueblos indígenas)
CRBC Comisión Reguladora de la Banca de China
DFI Instituciones financieras de desarrollo (por sus siglas en inglés)
EIA Estudio de Impacto Ambiental
ESRM Gestión de Riesgos ambientales y sociales (por sus siglas en inglés)
ESS Salvaguardas ambientales y sociales (por sus siglas en inglés)
GCF Fondo Verde del Clima (por sus siglas en inglés)
GEF Fondo para el Medio Ambiente Mundial (por sus siglas en inglés)
IFC Corporación Financiera Internacional (por sus siglas en inglés)
OIT Organización Internacional del Trabajo
ONG Organización No Gubernamental
TESA Evaluación técnica, económica, social y ambiental (por sus siglas en in-

glés)
UNGA Asamblea General de las Naciones Unidas (por sus siglas en inglés)
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